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Resumen

El presente estudio identifica y analiza las 

posiciones de diferentes actores involucrados 

en el sistema de educación superior en torno a 

las tensiones que se generan en el eje calidad-

equidad, con el objetivo de detectar espacios para 

eventuales reformas que pudieran orientarse su 

perfeccionamiento. Para ello, a partir del análisis 

de la trayectoria del sistema de educación superior, 

sus orígenes y reformas introducidas por el régi-

men autoritario en la década de los ochenta, así 

como las innovaciones generadas por el régimen 

democrático a partir de los noventa, recoge las 

percepciones de los principales actores por me-

dio de entrevistas en profundidad ordenándolas 

en torno a tres grandes ejes: una valoración 

Abstract

This study identifies and analyzes the positions 

of different actors involved in the higher educa-

tion system around the stresses generated in the 

quality –equity axis– in order to identify areas 

for possible reforms that could guide their deve-

lopment. To do this, –by analyzing the trajectory 

of the higher education system, its origins and 

reforms introduced by the authoritarian regime 

in the eighties, and the innovations generated by 

the democratic regime of the nineties– it reflects 

on the perceptions of key players through in-

depth interviews arranged around three main 

areas: a general assessment of the system, the 

stress-quality equity and the role of the state.
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general del sistema, la tensión equidad-calidad 

y el rol del Estado. 
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Introducción
Para abordar la pregunta acerca del rol público-privado, es fundamental recurrir a la 

evolución histórica que el sistema de educación superior ha tenido en el tiempo. Desde 

inicios de la República, el sistema nacional ha sido de provisión mixta (Estado y priva-

dos, principalmente Iglesia Católica). Posteriormente, el Estado fue asumiendo un rol 

cada vez más preponderante en la oferta de educación superior, hasta que en la década 

de las ochenta se eliminan las barreras de entrada y se promueve el ingreso de actores 

privados como oferentes. Este proceso conllevó también una alta atomización de la oferta, 

constituyéndose las sedes regionales de las universidades nacionales en universidades 

autónomas, los centros de formación técnica (CFT) y los institutos profesionales (IP).

Esta expansión ha hecho que el sistema educacional haya migrado desde un enfoque 

de oferta restringida y de elite a una mirada masiva y altamente competitiva. 

Desde la perspectiva del estudio solicitado, lo central será establecer algunas re-

laciones entre el tipo de propiedad (que va más allá del financiamiento) y la calidad y 

equidad como dos objetivos esenciales del sistema de educación superior.

En el informe La educación superior en Chile, elaborado recientemente por la Orga-

nización para la Colaboración y el Desarrollo Económico –OCDE– y el Banco Mundial, 

se señala que, en el último periodo, se ha logrado sortear de manera exitosa el desafío 

de expansión del sistema de educación superior chileno. Si bien hay cifras dispares, 

parece haber acuerdo en que la cobertura de la educación superior para la población 

entre 18 y 24 años superaría el 40% en el año 2010 (OCDE/Banco Mundial, 2009, p. 

38). Factores claves de este crecimiento han sido el desarrollo de la educación privada 

y la introducción de financiamiento compartido.

Sin embargo, a juicio de la OCDE, el país “debe enfrentar los problemas más difíciles 

y fundamentales que le impiden ser reconocido como un sistema de calidad mundial” 

(OCDE/Banco Mundial, 2009, p. 11). Para crecer en calidad y en cobertura se requiere 

abordar problemas de equidad en el acceso a la educación superior, corregir desigualda-

des y garantizar a todos los jóvenes con talento el derecho a ella (OCDE/Banco Mundial, 

2009, p. 12). 

Las inequidades del sistema, tienen su origen principalmente en la altísima seg-

mentación de la educación secundaria. Entre otras, el desigual egreso de estudiantes 

de la educación escolar según género y quintil de egreso, factores que determinan la 

posibilidad de acceder a la educación superior. 

Adicionalmente, la educación terciaria genera otras inequidades que agregan dificul-

tades a segmentos del estudiantado y en las que, para efectos de este estudio, es pertinente 

profundizar. El diagnóstico de la OCDE abre dimensiones en el ámbito de la equidad:

[…] un sistema terciario segmentado, caro, con cursos universitarios excesivamente largos 

y una alta tasa de deserción, y procesos de admisión que perpetúan las desigualdades de 
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la sociedad chilena; apoyo financiero inadecuado a los estudiantes, especialmente a los 

de ingresos más bajos o que optan por la educación técnica; falta de vías y oportunidades 

para progresar de instituciones de educación técnica superior a las universidades; poca 

orientación con respecto a los estudios y metodologías anticuadas con falta de énfasis en 

las necesidades económicas y las expectativas de los empleadores; además de insuficiente 

información, responsabilidad y transparencia. (OCDE/Banco Mundial, 2009, p. 69)

La OCDE sugiere problematizar la desigualdad de género como otra inequidad 

presente en el sistema. Cabe destacar que abordar algunas de las desigualdades antes 

mencionadas tiene un impacto directo en la calidad de la educación terciaria.

Considerando la participación de las diferentes modalidades de educación superior, 

un 55% de los estudiantes ingresados el año 2007 corresponden a universidades, un 

26% a IPs y un 18% a CFTs. Adicionalmente, un 56% de los estudiantes que ingresaron a 

universidades ese año lo hicieron a universidades privadas. No cabe duda de la relevancia 

del sector privado respecto a la cobertura, particularmente en formación de pregrado. 

Cabe preguntarse por aquellas otras funciones y roles que corresponde que asuman las 

instituciones terciarias y qué distinción se define entre públicas y privadas.

Un aspecto adicional a considerar en la actual organización de la educación univer-

sitaria es preguntarse por la validez de la diferenciación entre universidades del Consejo 

de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCH) y universidades privadas, y las 

expectativas respecto a una nueva organización, explicitando si las alternativas que se 

presentan en la actualidad son respaldadas por los actores del sistema.

Respecto a la calidad, el actual sistema de aseguramiento de la calidad, desarrollado 

principalmente a través de la Comisión Nacional de Acreditación, ha introducido la pre-

ocupación permanente por la gestión institucional y la coherencia interna de las institucio-

nes en ámbitos de docencia de pregrado. Resulta pertinente consultar a los actores por su 

evaluación del actual sistema de aseguramiento de la calidad y explorar las perspectivas 

y prioridades respecto de, al menos, el desarrollo del personal académico, participación 

en proyectos Alfa para Latinoamérica, sistema de créditos transferibles, etcétera.

Otro aspecto relevante tiene que ver con los modelos pedagógicos que han desa-

rrollado las organizaciones de educación superior. Si bien, uno de los ejes centrales 

de equidad corresponde a la igualdad de oportunidades en el acceso, no es menos 

relevante las estrategias pedagógicas y metodológicas desarrolladas para asegurar 

que los estudiantes permanezcan y concluyan exitosamente su paso por la educación 

superior. Es decir, la evaluación de calidad y equidad debe mirar también las herra-

mientas de apoyo para los estudiantes, la adecuación de los modelos pedagógicos, la 

relación sinérgica entre investigación y docencia y, ciertamente, las tasas de inserción 

laboral de los egresados. 
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En resumen, no basta con que el sistema de educación superior asegure el ingreso 

de todos los estudiantes con talento, también debe mirarse el proceso y resultado de la 

formación técnica o académica entregada.

Por otra parte, es importante decir que la equidad y calidad no solo se juegan en 

la docencia de pre y posgrado que ofrecen las universidades, CFTs e IPs. Para un estudio 

de este tipo, también es fundamental observar el desarrollo de las áreas de investigación, 

extensión (en el caso de las universidades) y gestión (para todas las organizaciones que 

componen el sistema). De qué modo la equidad y calidad están presentes como criterios 

para orientar y asegurar la investigación, la difusión del conocimiento y, especialmente, 

una gestión eficiente y moderna que rentabilice, tanto económica como socialmente, la 

inversión realizada por todos los actores que componen el sistema.

Antecedentes del sistema de educación superior chileno
El sistema de educación superior chileno ha experimentado profundas transformaciones 

en las últimas cuatro décadas, especialmente a partir de la reforma introducida en 1982 

por el régimen militar que gobernó el país entre 1973 y 1990. Dicho gobierno, influen-

ciado por paradigmas que reducían el espacio para el rol del Estado que era propio del 

estado desarrollista y que se había exacerbado en el contexto del gobierno de la Unidad 

Popular, impulsó un conjunto de reformas que apuntaban a debilitar o eliminar el mono-

polio que el Estado había tenido en un conjunto de actividades por la vía de liberalizar 

los mercados o privatizar lo que antes era considerado un cuasi monopolio estatal.

Lo que claramente afectó a un conjunto de empresas estatales, afectó parcialmente a 

tres bienes púbicos: las pensiones, la salud y la educación. La primera, completamente 

privatizada; las dos últimas, privatizadas parcialmente. En el caso de la educación, la 

reforma supuso un doble movimiento: por un lado, el debilitamiento del financiamiento 

público a la educación en todos sus niveles; por el otro, el fortalecimiento del sector pri-

vado y la creación, para el caso de la educación básica y media, de un tercer “proveedor”, 

el particular subvencionado al que el Estado la transfiere un conjunto de recursos con 

la condición que el estudiante y su familia acceda a la educación de manera gratuita o 

pagando un copago muy bajo.

En el campo específico de la educación superior, las restricciones políticas y la dismi-

nución del gasto estatal fue acompañado de una importante reforma: en 1982, se aprobó 

la nueva Ley de Educación Superior que permitió la creación de universidades privadas, 

rompiendo con el monopolio de las ocho universidades existentes hasta ese momento.

Con dicha reforma, el sistema universitario chileno cambió de rumbo y pasó, de 

ser un sistema fundamentalmente basado en el rol coordinador del Estado, hacia uno 

en el cual la coordinación se realiza a través del mercado. Si bien no existen modelos 

puros, existe consenso en señalar que el sistema de educación superior en Chile posee 

Papo 15-2.indb   541 14/03/2011   07:54:07 a.m.



542 Carlos Fabián Pressacco, Ricardo Carbone

Pap. Polít. Bogotá (Colombia), Vol. 15, No. 2, 537-570, julio-diciembre 2010

un predominio de elementos que lo acercan, como parece ser la tendencia predominante 

a nivel global, claramente al patrón de mercado (Brunner, 2005).

Los cambios experimentados por el sistema de educación superior en Chile generan 

positivas evaluaciones. Para algunos, los cambios introducidos tempranamente son dig-

nos de admiración; para otros, “la educación chilena está influenciada por una ideología 

que da una importancia indebida a los mecanismos de mercado para mejorar la ense-

ñanza y el aprendizaje. Por lo tanto, el intervencionismo activo del centro (gobierno) 

está limitado por mecanismos de mercado” (OCDE, 2004, p. 66).

Como resultado de esta reforma, y de algunas reformas introducidas con poste-

rioridad en materia de prueba de selección y financiamiento, el sistema de educación 

superior experimentó cambios sustanciales: 

a) Desde el punto de vista de la diversidad de instituciones de educación superior, hasta 

1980, existían solo ocho universidades en el país: dos públicas, con un conjunto de 

sedes en diferentes ciudades regionales, y seis privadas (la mayoría católicas). Con 

la reforma, no solo se modificó el escenario relativo a las universidades sino que se 

crearon dos nuevas instituciones: los Centros de Formación Técnica y los Institutos 

Profesionales: “entre 1981 y marzo de 1990, se había establecido 120 nuevas institu-

ciones (40 universidades y 80 institutos profesionales); entre julio de 1990 y diciem-

bre de 2005, solo 20 nuevas instituciones habían sido aprobadas (10 universidades 

y 10 institutos profesionales) y 38 habían sido cerradas” (OCDE/Banco Mundial, 

2009, p. 33). En el 2007, existían en Chile 61 universidades (25 pertenecientes al 

Consejo de Rectores y 36 privadas, de las cuales 32 eran autónomas) 44 Institutos 

Profesionales (29 autónomos) y 87 Centros de Formación Técnica (21 autónomos).

 Los cambios en el sistema se pueden observar más claramente si se tiene en cuenta 

que en 1980 las universidades privadas representaban el 64% del total y matriculaban 

el 28% de los estudiantes; en 2005, ellas representaban el 74% matriculando más 

del 62% de los estudiantes.

b) En cuanto a la matrícula, hasta 1980, ingresaba a la universidad el 7,2% del grupo 

etario de 18 a 24 años. Con la creación de las nuevas universidades privadas y la 

descentralización de la universidades tradicionales (proceso mediante el cual, las 

sedes regionales de las ocho universidades originales, se autonomizaron), dicho 

porcentaje se elevó a 16,3% (1992) para situarse en alrededor del 34% en 2006. Las 

proyecciones del gobierno esperan alcanzar el 50% para el año 2012 (OCDE/Banco 

Mundial, 2009). Los cambios pueden apreciarse de manera más clara si se considera 

la composición de la matrícula: “la composición de la población estudiantil ha ido 

cambiando, con más mujeres, estudiantes mayores y muchos que trabajan parte del 

tiempo. Las mujeres componían un 14,3% de los estudiantes de pregrado en 1990. 
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Para 2007, sumaban ya un 49%, consistente en un 50% de la matrícula de CFT´s, 

43% en los IP´s y 51% en las universidades” (OCDE/Banco Mundial, 2009, p. 39).

c) También, han cambiado los mecanismos de ingreso. Desde 1966 y hasta 2003, el 

ingreso a la universidad se basaba en la Prueba de Aptitud Académica (PAA) que 

consideraba un conjunto de test de selección múltiple destinados a evaluar la aptitud 

verbal, matemática y en el conocimiento de la historia nacional, que se complemen-

taba con un conjunto de pruebas específicas dependiendo de la carrera de interés 

del estudiante. A partir de 2004, la PAA fue reemplazada por la Prueba de Selección 

Universitaria (PSU) que cambió el foco de la evaluación y lo radica en el conocimiento 

que el postulante tiene del curriculum oficial de la educación media aprobado por 

el Ministerio de Educación. El puntaje mínimo de aprobación de la PSU es 450 

puntos y es requisito de postulación para las universidades del Consejo de Rectores 

y de algunas universidades privadas. Mientras más puntaje obtiene un postulante, 

más posibilidades tiene de quedar seleccionado en alguna de las alternativas de su 

preferencia.

d) El crecimiento de la matrícula ha ido acompañado de la multiplicación de los instru-

mentos de financiamiento de la educación superior disponibles para los estudiantes y 

sus familias. Chile fue el primer país de América Latina en establecer aranceles para 

la educación superior en la década del ochenta, pasando de un sistema gratuito a 

otro en donde tanto la educación universitaria privada como estatal está arancelada. 

En la actualidad, y dependiendo de la universidad a la que pertenece el estudiante, 

el sistema de educación superior cuenta con un amplio abanico de alternativas de 

financiamiento:

• En 1994, se creó el Fondo Solidario de Crédito Universitario, crédito con tasa de 

2% (sobre la inflación), a pagar con flexibilidad en un plazo de 15 años, prorro-

gable si el egresado no tiene trabajo, destinado a estudiantes de bajos ingresos 

de las universidades del Consejo de Rectores.

• A partir del 2005, se creó el crédito con aval del Estado, para estudiantes de 

universidades del Consejo de Rectores o privadas acreditadas, con al menos 475 

puntos en la PSU, con un plazo máximo de veinte años tras la graduación y una 

tasa de 6% anual (sobre la inflación).

• A ello hay que agregar un conjunto de becas para diferentes públicos y requisitos 

y distintas universidades, lo cual evidencia una elevada fragmentación.

e) Las innovaciones en el ámbito de las alternativas de financiamiento disponibles para los 

estudiantes y sus familias tienen su correlato en la diversidad de fuentes de financia-

miento de las universidades. Como ya se indicaba, hasta los ochenta, la totalidad del 

financiamiento de las universidades era estatal. Hacia 1990, el gasto de la sociedad 

chilena en educación superior se aproximaba al 2,4% del PIB para subir al 3,4% del 
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PIB (2006), lejos del 5,4% promedio de los países de la OCDE. Si se mide el gasto 

del gobierno, se puede observar que Chile gasta casi 17% de su presupuesto en 

educación y un 14% de dicho presupuesto se destina a educación superior. Todas ellas 

son cifras más bajas que las de la OCDE o la UE. En el nuevo escenario, las universi-

dades diversificaron sus fuentes de financiamiento distinguiéndose cuatro fuentes 

principales:

• Financiamiento privado de la educación por medio del pago de los aranceles de 

las carreras lo que representa el casi 84% del total del gasto en educación superior 

(2005). 

• El Aporte Fiscal Directo (AFD), solo disponible para las Universidades del Con-

sejo de Rectores, calculado sobre la base de un conjunto de indicadores entre 

los que se consideran la cantidad de estudiantes, calidad del personal docente y 

de la investigación.

• El Aporte Fiscal Indirecto (AFI) asignado a las universidades en función de los 

estudiantes matriculados con los mejores puntajes obtenidos en la PSU, como 

incentivo a la calidad.

• Fondos públicos concursables.

• Donaciones.

 Si se toma en consideración a las 25 universidades del Consejo de Rectores, se puede 

observar que en promedio, los aranceles representan el 33,4% del total de ingresos, 

mientras que el conjunto de los aportes del Gobierno es un 17,3% y los recursos au-

togenerados ascienden al 49%. Por otro lado, en el año 2007, “del total de recursos 

fiscales destinados al ítem educación superior, 39,8% corresponde al Aporte Fiscal 

Directo, el 6,1% se destina al Aporte Fiscal Indirecto, un 42% se explica por diver-

sas modalidades de financiamiento de ayudas estudiantiles, un 9,1% corresponde 

al Fondo de Desarrollo Institucional, que incluye el Fondo Competitivo Mecesup, 

y un 2,3% financia el Convenio de Actividades de Interés Nacional asignado a la 

Universidad de Chile y otras partidas menores” (Cáceres, 2008, p. 173).

f) Finalmente, el conjunto de estas reformas también ha considerado transformaciones 

en la institucionalidad que regula el sistema. En un primer cambio importante, fue 

la ampliación, en 1982, del Consejo de Rectores (CRUCH) creado en 1954. Esta ins-

tancia agrupaba originalmente a las ocho universidades tradicionales y se agregaron 

aquellas que siendo sedes regionales lograron su autonomía. Se trata de un grupo 

de 25 universidades, 16 estatales y nueve privadas; de estas últimas, la mayoría 

católicas. Otro actor importante del sistema universitario es el Consejo Superior 

de Educación (CSE), creado en 1990 con el objetivo de otorgar los permisos para 

que las universidades privadas puedan funcionar y entregar los títulos y grados. 

El Consejo Nacional de Educación, creado a partir de la Ley General de Educación 
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(Nº 20.370 de abril de 2007), es el sucesor del Consejo Superior de Educación y 

amplía sus funciones al fomento de la calidad en la educación escolar, en el marco 

del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación y del Sistema 

Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior. En el año 2006 

se constituye la Comisión Nacional de Acreditación (CNA), que tiene por misión 

cumplir con los objetivos del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de 

la Educación Superior, fundamentalmente, acreditar las instituciones de educación 

superior ella misma u otorgándole autorizaciones a otras agencias.

Como se puede observar en las modificaciones arriba reseñadas, el sistema de edu-

cación superior en Chile ha experimentado profundos cambios. El origen de ellos dice 

relación con el contexto político y económico en el cual ellos se desencadenan por lo 

que están influidos por el paradigma neoliberal imperante, lo que ha llevado a Chile a 

contar con un sistema tempranamente coordinado por el mercado. 

Este proceso de transición y los profundos cambios generados ha aportado enormes 

beneficios al sistema universitario chileno tales como el crecimiento de la matrícula, 

la multiplicación de los sistemas de financiamiento disponibles para los estudiantes y 

sus familias, así como el crecimiento y diversificación de las instituciones proveedoras.

Pero, por otro lado, este proceso ha traído aparejado nuevas tensiones que en opi-

nión de los especialistas, requieren urgentes y profundas modificaciones. Parece haber 

concluido un proceso de reformas parciales pero sobre la base del diseño original para 

generar un reordenamiento que permita un mayor equilibrio entre los polos guberna-

mental y mercantil del sistema.

El debate en torno a la equidad
Las transformaciones del sistema de educación superior chileno han generado impor-

tantes avances pero, al mismo tiempo, ha introducido un conjunto de tensiones. Las 

tensiones no son necesariamente negativas ni debieran ser consideradas problemas a 

resolver a costa de eliminar uno de los polos de la tensión. Más bien, las tensiones de-

bieran dar paso a nuevas y múltiples combinaciones acorde con la diversidad de actores 

y proyectos considerados por el sistema.

Del universo de tensiones hay un conjunto de ellas que son de suma relevancia. En 

primer lugar, se presenta la tensión derivada de una institucionalidad creada para un 

conjunto limitado de instituciones que funcionaban en un contexto significativamente 

distinto al actual. Los analistas coinciden en que la existencia del Consejo de Rectores 

(CRUCH) tal como está configurado en la actualidad es poco representativo del complejo 

sistema de educación superior chileno, especialmente en la medida en que la pertenencia 
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a él trae aparejado acceso a recursos y beneficios que no están asociados necesariamente a 

indicadores de calidad y equidad.

Esta tensión ha cobrado aún más relevancia desde el momento que el sistema ha 

optado por establecer un esquema de aseguramiento de la calidad (acreditación) que 

tiende a hacer menos nítida la frontera entre las universidades tradicionales y las nuevas 

instituciones de educación superior creadas a partir de 1982. Cada vez menos justifica-

da es esta distinción desde el momento en que muchas universidades privadas se han 

acogido al sistema de acreditación dando muestras de calidad en el desarrollo de su 

gestión y docencia de pregrado.

Una segunda tensión es la relacionada con el sistema de acceso a la educación su-

perior. La prueba de selección universitaria (PSU) es un conjunto de tests que evalúan 

conocimientos impartidos a lo largo de la enseñanza media. En la medida que los colegios 

del sector público de la educación, a donde van los niños y niñas de los sectores so-

ciales menos favorecidos, no logran cubrir adecuadamente dichos contenidos y carecen 

de la posibilidad de pagar por un preunivesitario que les permita llegar en mejores 

condiciones a la PSU, las chances de dichos niños de obtener el puntaje mínimo que 

les permitiría ingresar a la universidad disminuyen sensiblemente. 

No obstante ello, ha habido avances. Entre 1990 y 2003, el porcentaje de jóvenes 

pertenecientes al I quintil ha pasado de 4,9% a 7,7% mientras que los del quintil II pasaron 

de 10,3% a 13%. Con ello, la brecha en lo que se refiere a la participación de estudiantes 

provinentes del quintil I en comparación con los que pertenecen al quintil V ha bajado 

de 8 a 1 (1990) a la mitad (Espinoza, 2008, p. 158).

Sin embargo, como lo señala el informe de la OCDE, las cifras “muestran que 60% 

de los que rindieron la PSU y 76% de los que fracasaron en ella pertenecían al grupo B1, 

el de ingresos más bajos. 42% de los que la rindieron obtuvieron menos de 450 puntos, 

comparados con el 6,7% de los de la B4 y 32,4% del total que rindió la prueba. Solo el 

8,7% obtuvo sobre 600 puntos y 0,7% tuvo un puntaje sobre 700, comparado con el 52% 

y el 12,7% de los de la B4 respectivamente” (OCDE/Banco Mundial, 2009, p. 86). La 

conclusión es evidente: los estudiantes de los sectores menos acomodados que per-

tenecen a establecimientos municipales tienen menos oportunidades de acceder a las 

mejores universidades del CRUCH.

Otra tensión es la relativa al sistema de financiamiento. Los estudiantes acceden a 

distintas opciones de acuerdo al tipo de institución a la que postulan aunque los dos 

pilares fundamentales del sistema coinciden en ser créditos que, finalmente, son respon-

sabilidad de los futuros egresados. Los estudiantes que postulan a las universidades del 

Consejo de Rectores acceden a crédito solidario mientras que los postulantes a las otras 

universidades pueden optar al crédito con aval del Estado. No solo la tasa de interés y 
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los plazos de pago del primero son más ventajosos, sino que el segundo solo cubre el 

denominado “arancel de referencia”, por lo que le corresponde a los estudiantes y sus 

familias cubrir la brecha con el arancel real.

Por otro lado, y si bien se ha incrementado el monto total de becas disponibles así 

como los programas de becas, la mayoría de ellos exige un puntaje superior a los 450 

puntos con que se aprueba la PSU.

Otra tensión importante: los estudiantes que deciden ingresar a una universidad que 

no pertenece al CRUCH, incluso si dicha universidad le exige aprobar la PSU e incluso 

si su puntaje es superior al que se requiere para ingresar a algunas de las universidades 

del CRUCH, tienen condiciones de financiamiento menos favorables en comparación 

con los que postulan a las universidades del Consejo de Rectores.

Desde el punto de vista de la equidad, otro aspecto importante es el relativo a las 

dificultades que tienen los egresados del nivel profesional y técnico de formación para 

continuar sus estudios en la universidad. Los conocimientos y habilidades adquiridos 

durante dos o cuatro años de formación son escasamente reconocidos con el consecuente 

incremento de los costos. Algo semejante sucede con los estudiantes que abandonan 

una carrera y pretenden continuar en otra: los cursos realizados en la primera carrera 

no son convalidables en la segunda opción.

Este conjunto de tensiones genera importantes impactos en materia de equidad. 

Las desigualdades estructurales de la sociedad chilena se traducen, con un mínimo de 

capacidad correctiva por parte del sistema político, en el sistema de educación supe-

rior. La profunda segmentación de la educación prebásica, básica y media condiciona, 

de manera significativa, el acceso a la educación superior y al tipo de establecimiento. 

Se produce un encadenamiento “vicioso” de factores que van acumulando desventajas 

en aquellas niñas y niños que han tenido la oportunidad de educarse en el sistema 

público gratuito y que resulta en menores oportunidades de acceso a la educación 

superior. Es más, cuando lo logran, tienen menos posibilidades de permanecer en 

él, se demoran más tiempo en concluir sus estudios y mayores costos asociados a 

cambios de carrera o a la articulación de estudios entre la formación profesional o 

técnica con la universitaria.

En torno al concepto de calidad
Ya se ha señalado que el sistema de educación superior chileno cuenta con un sistema de 

aseguramiento de la calidad cuyo principal actor es la Comisión Nacional de Acreditación 

que, desde 2007, tiene bajo su responsabilidad un conjunto de responsabilidades que 

anteriormente estaban radicadas en el Consejo Superior de Educación (CSE) y en las 

CNAP (pregrado) y CONAP (posgrado).
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Siendo voluntario1, el proceso de acreditación ha sido asumido por la inmensa ma-

yoría de las universidades y programa de pre y posgrado. Para 2008, había 44 univer-

sidades acreditadas (72%), 82% de los estudiantes estaba matriculado en instituciones 

acreditadas y casi 21% de los estudiantes cursaban carreras de pregrado acreditadas.

El sistema de aseguramiento de la calidad en Chile

[…] busca abarcar los tres elementos principales de un sistema de calidad tipo: control 

de calidad (licencia o autorización de instituciones y/o programas académicos, basados 

en un conjunto mínimo de criterios), aseguramiento de la calidad (aseguramiento de que 

un programa o institución está cumpliendo satisfactoriamente su misión y objetivos), y 

promoción de la calidad (fomentando una cultura de la autoevaluación y mejoramiento 

en las actividades diarias de una institución y la oferta de sus programas académicos, así 

como educando a la sociedad acerca de las características, limitaciones y beneficios de la 

calidad y la acreditación. (OCDE/Banco Mundial, 2009, p. 188)

No obstante la amplia aceptación de las reglas de la acreditación por parte de las uni-

versidades, existen críticas respecto a las importantes dosis de subjetividad que posee el 

trabajo de los pares evaluadores lo cual se ha traducido en algunas ocasiones en pérdida 

de transparencia y una sensación de injusticia por parte de las instituciones evaluadas.

El concepto de calidad en el ámbito de las instituciones de educación superior in-

volucra múltiples dimensiones de manera coherente con las distintas áreas en las que 

se desempeñan las universidades: docencia (de pre y posgrado), investigación, gestión 

institucional y vinculación con el medio.

Siendo conscientes que la calidad de la docencia tiene nexos importantes con la 

investigación y vinculación con el medio, en este apartado del estudio nos concentra-

remos en el análisis de la calidad en materia de docencia de pregrado y los aspectos que 

la afectan negativamente.

De acuerdo con el informe de la OCDE, la calidad de la docencia de pregrado se ve 

afectada, en primer lugar, por la elevada segmentación del público de las universidades. 

Pocas universidades capturan los mejores puntajes, lo cual les permite obtener mejores 

resultados en el ámbito de la docencia, con impactos favorables en, por ejemplo, la tasa 

de titulación oportuna.

Pero el eje en donde más claramente se observa la tensión entre calidad y equidad 

es el del acceso a la educación superior. El sistema de educación superior chileno privi-

legia, como ya se señaló, el puntaje obtenido en la PSU como mecanismo de selección 

para ingresar a la universidad. Al hacerlo, y dada la elevada segmentación del sistema 

1 Hay excepciones: las carreras de medicina y pedagogía deben acreditarse obligatoriamente.
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educacional, favorece a los estudiantes de los establecimientos privados que obtienen 

los mejores puntajes en la prueba de selección universitaria.

Por otro lado, los estudiantes de dichas universidades tienen mejores oportunidades de 

concluir sus estudios en los plazos establecidos logrando las universidades mejores 

tasas de retención y una mejor tasa de titulación oportuna.

Asimismo, y desde el punto de vista del financiamiento, las universidades acceden a 

más recursos por medio del Aporte Fiscal Indirecto (AFI) que opera como un incentivo 

para que las universidades hagan más esfuerzos en capturar los mejores estudiantes.

Por otro lado, y considerando que los estudiantes de menores puntajes tienen 

importantes rezagos, el sistema de financiamientos no considera recursos adicionales 

para cubrir dichas brechas. Así, las universidades se enfrentan a dos alternativas: o bien 

invierten recursos propios en cubrir dichas brechas (mediante cursos de nivelación, 

remediales o esfuerzos semejantes) para asegurar que sus estudiantes y futuros egresados 

adquieran las herramientas y conocimientos que los hagan competentes en el espacio 

laboral; o bien, dejan que sus estudiantes hagan esfuerzos autónomos para cubrir di-

chas brechas con el consecuente posible efecto negativo de mayores tasas de abandono, 

prolongación de estudios, etcétera.

Hay un último aspecto a considerar en relación a la calidad: la evaluación de la 

calidad que realiza el sistema de aseguramiento de la calidad no se realiza en contraste 

con ningún estándar de universidad preestablecido sino con el propio proyecto que la 

universidad ha decidido realizar; no hay estructura mínima ni mínimos de carreras que 

deban ofrecerse. En otras palabras: si la universidad avanza adecuadamente en el cum-

plimiento de sus propios objetivos y metas, tiene altas chances de lograr la autonomía y 

acreditarse. La obtención de la acreditación supone la autoevaluación y la identificación 

de un conjunto de áreas de mejoras en las que la universidad debe comprometerse a 

introducir reformas. Si con motivo de la reacreditación la institución muestra avances 

en las áreas en las que ha comprometido mejoras, tiene chances de reacreditarse.

La percepción de los actores
Se presentan tres ámbitos de análisis. En cada uno se dan a conocer características, 

fortalezas, debilidades y apreciaciones de distintos actores. Estos ámbitos son: a) prin-

cipales características del actual sistema de educación superior, b) equidad y calidad y 

c) rol público-privado.

El objetivo del trabajo fue construir una mirada general de las percepciones que 

tienen los actores relevantes y no tanto un análisis o toma de postura respecto de las 

opiniones vertidas, de todas maneras en el final del capítulo se presentan algunas su-

gerencias de mejora que podrían iluminar la definición e instalación de políticas para 

el sistema de educación superior.
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De todos modos, se han formulado un conjunto de sugerencias que pueden ser de 

ayuda para las autoridades que deben generar las políticas que gobiernen el sistema 

de educación superior durante los próximos años.

Principales características del actual sistema de educación superior

Percepción general
En términos generales, la percepción sobre el sistema de educación superior predo-

minante en los actores entrevistados es que se trata de un esquema que, pese a sus 

deficiencias, funciona adecuadamente y que cuenta con mecanismos que impulsan la 

calidad del sistema. 

Tenemos un sistema dinámico, integrado, donde hay una gran fluidez de masa crítica 

entre el mundo público y privado, donde el diálogo no siempre es un dialogo fluido, pero 

lo que prima es el interés por, efectivamente, generar sistema educativos que pretendan 

a la calidad, así en lo general.

Yo estoy mucho más preocupada del colegio que de la universidad, ese sistema está mucho 

mejor que el otro, con todas las complejidades que tiene.

Tenemos un súper sistema de educación superior, todas las universidades son mejores 

que antes.

En general, y considerando que el foco de este estudio es analizar las tensiones en 

el eje calidad-equidad, una primera constatación es que desde el punto de vista de los 

actores dicha tensión no es relevante, o por lo menos no aparece como un tema en la agenda 

de conversación y análisis. 

La poca presencia del tema y cierta percepción de que el sistema, en mayor o me-

nor medida funciona bien, hacen poco evidentes e innecesarias la preocupación por 

implementar cambios relevantes.

Cualquier proceso de modificación del sistema actual debe partir consiguiendo que 

los actores reconozcan que hay dificultades. 

Complejidad del sistema
El actual sistema de educación superior es diverso en su configuración. No solo existen 

distintos niveles (universitario, profesional o técnico), también hay diversidad en su 

propiedad (privadas y públicas), en su orientación (religiosas o laicas), en su ubicación 

territorial (en Santiago o en regiones), distintos tamaños, distintos tipos de organización, 

diversos grados de autonomía y participación de actores, etcétera. 
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Yo visualizo un sistema de educación superior como conceptualmente complejísimo, es 

fascinante por lo complejo que es. ¿Por qué? Porque tiene diversas modalidades, diversidad 

en actores, diversidad en propiedad, diversidad en propósito, conexiones con el mundo, 

conexiones con otros sistemas… Entonces cuando uno lo mira así, en el mapa… como si 

uno lo modelara, sería un sistema, complejo internamente y también muy complejo 

respecto de sus interrelaciones.

Dicha diversidad supone un gran desafío al momento de generar políticas de control, 

supervisión, asignación de fondos, acceso transparente a la información, control sobre 

la calidad de los resultados, construcción de rankings, etcétera. 

Es, por otro lado, un sistema dinámico, en constante crecimiento y mutación. Hay 

fusiones y compras de universidades, integraciones entre universidades, IPs y CFTs, 

incremento de estudiantes matriculados (especialmente en los niveles técnicos), diver-

sificación del tipo de trabajo que desarrollan las universidades (a las funciones clásicas 

de docencia, investigación y gestión, se ha sumado la consultoría, asesoría, gestión 

académica, presencia en medios, etcétera.)

A pesar de este dinamismo podría decirse que el sistema ya está en régimen. Con 

cerca de un millón de alumnos, es poco probable se que produzcan saltos drásticos en can-

tidad u otros parámetros relevantes. Esta visión no es compartida por todos los actores:

Ha aumentado la matrícula pero todavía no lo suficiente… Es un error enfocarse en la 

calidad, todavía es un problema la cantidad. Debiera haber más universidades. 

Chile no puede darse el lujo de que toda su población sea universitaria, pero sí que todos 

tengan un nivel técnico.

Creo que a la larga las universidades se van a decidir por especialización, aunque pueda 

tener un aspecto amplio de carreras, creo que una universidad va a ser especialista en 

minería, otra en salud…

Se observa aquí una tensión entre calidad y equidad al menos desde el punto de vista 

de las prioridades; para algunos actores, la prioridad es asegurar acceso a la educación 

superior, incluso privilegiando la formación técnico-profesional, y dejar la calidad como 

una prioridad para una etapa posterior.

Por otro lado, la complejidad que se reconoce posee el sistema no es percibido 

como un problema; por el contrario, es un característica valorada positivamente, esto 

no impide que se reconozca el enorme desafío a la gestión que un sistema de esta com-

plejidad presenta.
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Autonomía y respuesta a las necesidades del país
En general, los entrevistados valoran la autonomía y aceptan el principio de autosus-

tentación que está en la base del sistema. Sin embargo, existen voces que demandan 

lineamientos estratégicos que vinculen el sistema de educación superior al desarrollo 

del país:

Una visión estratégica de la educación superior, que para el país es clave. Mi visión es que 

la manera posible de lograr eso es que exista un esqueleto que le de cuerpo. No parches, 

arreglos... Hay que ponerle esqueleto, si no va a terminar reventando. Ese es el rol que el 

Estado tiene que cumplir. Que le de una estrategia y que sea capaz de poner garantías… 

no hay garantías de a qué educación se está ingresando, para qué sirve esa educación, a 

quién le sirve esa educación, sino que simplemente es un producto: el estudiante va a un 

lugar y paga, y recibe un producto. Y en muchos casos genera frustración, desesperanza 

y endeudamiento.

[Se espera que] el Estado realmente genere una discusión amplia acerca de lo que el país 

necesita.

Un sistema que debiera perfeccionarse…que tiene que ver con una decisión filosófica de 

fondo, de cuál es el sentido verdadero de la formación y de la educación, las instituciones 

de educación superior en general contribuyen muy poco al desarrollo del país, son muy 

pocas las que están trabajando en algo más que no sea clases formales, formar profesionales 

y entregarles sus títulos, hay poco desarrollo, hay poco contacto de la educación superior 

con el mundo laboral, hay poco contacto con el mundo de la investigación…

Se observa aquí una tensión importante, que dice relación con el rol del Estado 

en el sistema de educación superior. Si bien se reconoce que el sistema de educación 

superior chileno ha gozado de una elevada autonomía a lo largo de su historia (desde 

este punto de vista, la reforma introducida por el régimen militar se inscribiría más 

como una continuidad que como una ruptura en la trayectoria de la educación superior) 

y que ello ha generado transformaciones que en su balance general son positivas, esa 

misma autonomía ha dificultado un debate público y político sobre el sentido de la edu-

cación superior enmarcado en un espacio más amplio que lo articule con el proceso 

de desarrollo del país.

En este ámbito, empiezan a evidenciarse las bases ideológicas que se encuentran al 

centro de la discusión, en el fondo, se expresan posturas encontradas respecto del rol que 

le cabe a las universidades y al Estado, y de qué manera debe regularse la interacción 

entre ambos actores.
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Competencia vs. colaboración
El sistema de educación superior es un sistema marcado por fuertes intereses corpora-

tivos: el Consejo de Rectores, los grupos empresariales, las inmobiliarias propietarias 

de algunas universidades, congregaciones religiosas, etcétera. En un país pequeño como 

el nuestro y con pocos recursos, es fundamental generar instancias que promuevan el 

trabajo colaborativo y la integración entre las organizaciones, no tanto la competencia.

Hay falsabilidad absoluta en términos de acceso a los recursos, las universidades que 

pertenecen al CRUCH se han llevado, dentro de las reglas del juego, los honorarios del 

sistema. Pero yo creo que las reglas del juego son las incorrectas: hay un tema de falta de 

integridad importante, hay un tema de falta de valoración social respecto de los títulos que 

no sean universitarios y de las universidades que no sean de determinadas características.

Se ha hecho mucho ruido con “otras agrupaciones”, nuevamente ahí hay una mirada muy 

miope, donde los que están afuera (del CRUCH) dicen que los que están adentro son un 

feudo; y los que están adentro dicen que los otros están afuera porque no aportan...

Es un sistema difícil de administrar, carece de objetivos unívocos y medibles. La 

definición de éxito está muy asociada a la existencia de prestigio o reputación. Dado 

que son conceptos que tienen múltiples acepciones y la falta de información, adquieren 

una importancia inusitada los rankings elaborados por la prensa, con información de 

dudoso origen y difícilmente validable.

Educación universitaria, profesional y técnica
La educación universitaria sigue gozando de un prestigio mayor que la técnica profe-

sional. Independiente de la calidad objetiva (hay IPs y CFTs que ofrecen carreras de 

mejor calidad y perspectiva laboral que algunas universidades o carreras específicas) 

la educación técnico profesional es mirada con cierto “desprecio” por el conjunto de los 

actores. Los entrevistados destacan la importancia de reivindicar la formación técnica:

Hay un prejuicio que a algunos les interesa mantener: que por definición todo lo que no 

es universitario es de mala calidad, ese es un prejuicio que yo lo veo muy fuerte y muy 

poderoso... Para ellos es una afirmación verdadera que si usted estudia en un instituto pro-

fesional está estudiando pero no una carrera de peso, no está aprendiendo lo que tiene que 

aprender. Yo creo que ese es el camino de la destrucción del sistema de educación superior.

La universidad no es EL camino, es uno más, y es el menos requerido porque no a mucha 

gente le atrae estudiar cinco o siete años. En Europa hay buenos ebanistas, buenos electricis-

tas, buenos informáticos… la variedad de la oferta no va por las licenciaturas universitarias 

sino por los mandos medios, un mando medio digno y orgulloso.
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El desarrollo de la formación técnica como una oportunidad real. Es absolutamente im-

productivo que Chile tenga más universitarios que los que necesita. Si alguien quiere ser 

técnico, que tenga la oportunidad de ser un técnico exitoso y feliz...

Hasta el momento el rol de los IPs y CFTs es bastante invisible, lo que en la práctica 

se demuestra en la omisión de este segmento tanto en la formulación de políticas, dis-

cusión pública, estudios, análisis, etcétera. Esta tendencia debiera revertirse, pues en 

los últimos años han surgido nuevas regulaciones que han impulsado el desarrollo de 

las instituciones, de la mano de un aumento de matrícula.

Yo creo que los CFT van a tener un rol un poco más importante en la medida que el país 

ha ido entendiendo la importancia de formar técnicos; que no solo es importante tener 

ingenieros sino que también hay que tener personas que le hagan el equipo al ingeniero, 

porque en definitiva no todos están destinados a ser mentes estratégicas. Hoy los técnicos 

están siendo mejor remunerados, hay información que señala por ejemplo que, en el caso 

de un técnico en prevención de riesgos, están ganando sobre 500, 600 mil pesos mensuales, 

cosa que hace seis años atrás era impensable para un técnico.

Nuevamente, aquí, se hace presente la ausencia de un debate que articule la autono-

mía del sistema de educación superior con las necesidades del país que pudiera asignarle 

una mayor importancia a la educación técnico profesional por la vía de regular cupos y 

fortalecer el rol del Estado en la asignación de permisos para impartir ciertas carreras 

(por ejemplo, aquellas que están saturadas y que no aseguran un mínimo de posibilidades 

de inserción laboral). En todo caso, para que se genere dicho debate, y pudiera avanzarse 

en un sentido como el señalado, debiera relativizarse la importancia de la libertad de los 

individuos y de los actores del sistema en la definición de sus objetivos, lo cual atenta 

contra uno de los componentes fundamentales de nuestro sistema constitucional. 

Por otra parte, esta discusión tiene un profundo componente sociocultural, en 

la medida que, en Chile, la educación técnica goza de un menor prestigio social que la 

formación universitaria. Este elemento hace que las decisiones que los jóvenes toman 

no sean del todo racionales desde el punto de vista económico (en la educación técnica 

con una menor inversión es posible conseguir una mejor remuneración, rentabilizando 

la inversión) dado que socialmente tiene costos importantes en términos de estatus y 

posición social.

Acreditación
La acreditación ha sido un avance de gran relevancia para la regulación y aseguramiento 

de la calidad pues ha conseguido, en la práctica, formular algunos estándares mínimos 
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que deben ser asegurados por la organización. Esto contribuye a cierta mejora de la 

calidad. 

Sin embargo, los procesos de acreditación, no han resuelto la escasez de información 

objetiva y validada sigue siendo una de las principales debilidades del sistema en general. 

El trabajo que hace esta comisión, es un rol bien importante no solo en certificación de la 

calidad y la responsabilidad de las instituciones, sino también de información pública de 

una serie de mecanismos de interrelación que tenemos con otras instituciones de disponer 

de la mayor cantidad de información de manera transparente, que permita a las personas 

tomar la mejor decisión frente a un sistema de educación superior completamente abierto 

y que tiene la autonomía para decidir su oferta de carreras, sus grados y títulos.

[...] el Estado debería tener la atribución de poder supervisar y generar toda la información 

que necesitase… (para garantizar) el derecho del ciudadano a una educación de calidad.

La acreditación está limitada por la autonomía de las universidades. El sistema de 

acreditación carece de un modelo en contraste con el cual evaluar el desempeño de las 

instituciones de educación superior y se limita a revisar la consistencia entre el proyecto 

educativo de cada institución y los avances por ella declarados en relación a dicho pro-

yecto. Desde el punto de vista de algunos entrevistados, este esquema es insuficiente 

para cumplir adecuadamente el rol “regulador” del Estado en un “mercado imperfecto” 

y carente de información accesible.

La acreditación tiene varios problemas. El primero es que pide coherencia interna, entonces 

si mi institución dice “yo quiero hacer tal cosa” y lo hace, está bien, pero no cuestiona los 

objetivos; entonces yo puedo estar formando agrónomos para quemar los bosques de Chile. 

Mide coherencia interna más que el objetivo en sí mismo, eso es una falencia.

Por otra parte, la acreditación no ha incorporado parámetros que digan relación 

con equidad, integración social, etcétera. Lo que ciertamente contribuiría a que ello 

esté más presente en la toma de decisiones de los directivos de las organizaciones del 

sistema de educación superior.

Otra dificultad es el alto grado de complejidad que tiene medir algunas de las defini-

ciones y opciones estratégicas que hacen las instituciones de educación superior; ¿qué 

significa por ejemplo, impactar y contribuir a la construcción de una sociedad más justa?; 

¿facilitar la modernización y desarrollo del país y de sus habitantes? La dificultad para 

medir este tipo de opciones estratégicas hace muy difícil su gestión.

A futuro se pondrá mayor acento en la medición de impacto que en las declaraciones. 

Esto obligará a la construcción de indicadores duros para ámbitos de difícil dimensiona-
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miento. Por otra parte, intencionará que las organizaciones formulen misiones medibles 

y observables, por tanto menos declarativas.

El rol docente y directivo
El rol de los docentes ha mutado de manera importante. En algunas universidades se 

han apoderado del gobierno universitario y en otras son meros empleados que hacen 

clases ahí o en otra universidad. En algunos casos la docencia es valorada como la función 

principal y en otras es el “peaje” que debe pagarse para poder dedicarse a la investigación. 

Se anticipa cierta escasez de directivos profesionales. Actualmente no en todos los 

casos se logra contar con gestores académicos de calidad y que articulen tanto la actividad 

académica como la gestión eficiente.

Por otra parte, la articulación con el mercado laboral valora a los profesionales que 

contribuyen a la formación técnica y de especialidad.

Los docentes se manifiestan resentidos por dos grandes cambios, por una parte, 

cierta disminución en la formación de base con que ingresan los alumnos (ya que se 

han bajado las barreras de entrada) y por otra, el aumento de las tareas administrativas 

y burocráticas, muchas de ellas asociadas a los procesos de acreditación.

Articulación: disciplina-mercado laboral y educación superior-educación 
secundaria
Los planes de estudio se encuentran más orientados por el mundo del trabajo que por 

la disciplina que está a la base. Es fundamental producir un mejor diálogo entre el mer-

cado laboral y la consolidación y avances en ciertas disciplinas. Ninguno de los polos 

(disciplinar o mercado) son suficientes por si solos, precisamente el desafío es buscar 

el equilibro entre ambas opciones y equilibrar un proceso que tenga una fuerte base y 

desarrollo disciplinar con alto impacto en la integración y aporte al mundo del trabajo.

Un paso adicional lo constituye el reconocimiento del aprendizaje de la vida laboral: 

Estamos iniciando camino para la creación del marco nacional de cualificaciones, que creo 

que hay consenso hoy día en el país que el año pasado no había. Tenemos unas experien-

cias piloto exitosas respecto del reconocimiento de aprendizajes previos que permiten 

que personas del mundo del trabajo que no han estudiado nada después de salir del colegio 

pero que han trabajado, rindan un examen y completen una carrera técnica. Tenemos esa 

experiencia en dos o tres rubros y es promisorio.

Esto requiere de formas novedosas de conexión de mundos que hasta ahora han 

estado desconectados completamente.
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Por otra parte, el sistema de educación superior está débilmente integrado con la 

educación media, tanto en contenidos, sistemas de acceso, continuo educativo, etcétera. 

La primera constatación de los entrevistados es la baja calidad de la educación escolar:

La desigualdad de oportunidades es anterior a la Universidad. En cinco años no se pueden 

revertir las desigualdades de la educación escolar, y del capital cultural de los estudiantes.

Equidad es inclusión social. Como tenemos una educación básica y media que es desigual, 

se necesitan políticas activas que puedan revertir esta desigualdad.

Cómo incentivar la conversación en educación superior y la media es una conversación 

pendiente, porque hay evidentemente una brecha bien fuerte y que uno observa que cada 

día se acrecienta más.

Se reconoce los beneficios en retención que tendría una mejor coordinación entre 

los sistemas de educación:

En la educación media hay que empezar a prepararse para la educación superior: ¿para 

qué sirvo? ¿Qué me gustaría hacer? Y eso debería estar ligado a un comité de coordinación 

de educación superior - educación escolar, de manera tal de ir alineando el camino… hacer 

todo lo posible para que los niños tengan autoconfianza, autoestima, aprendan a confiar 

en el otro, en fin. Todas esas cosas que son muy precarias debido al origen de esos niños… 

Tiene que desarrollarse un proceso, un camino que empiecen a recorrer los niños y vayan 

probando todo lo que se pueda probar, entonces cuando salen, salen más orientados 

respecto de esa búsqueda… Eso ahorraría mucha plata. A mi juicio, en el colegio hay 

jornadas completas que no se utilizan en nada útil, redireccionar significaría que la plata 

que hay que gastar en remediales seria muchísimo menor y por lo tanto el beneficio social 

seria muchísimo mayor tanto en bienestar como en plata.

Esta baja integración se manifiesta en el desajuste existente entre las prácticas 

pedagógicas utilizadas en educación superior y la precaria realidad de algunos de los 

estudiantes que ingresan a la educación superior, lo que puede ser resuelto con inno-

vaciones pedagógicas que están demostrando resultados.

Otro aspecto de coordinación entre ambos sistemas está dado por incluir nuevos 

sistemas de selección2:

Al ampliar los sistemas de selección no solo entran los mejores estudiantes, que hoy se están 

perdiendo, sino que también está comprobado que, en una sala de clase donde se sabe 

2 Este tema será abordado más adelante, como parte del análisis de “Equidad”.
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que uno de ellos va a ir a la universidad o va a tener oportunidades en el futuro, cambia 

la cultura de esa sala de clase, sube el promedio de rendimiento de todos. Es abrir un 

callejón sin salida…

Por otra parte, está comprobado que la integración de diversas realidades hace más 

efectivo el proceso de enseñanza-aprendizaje, por lo que deben capitalizarse los bene-

ficios de un sistema que ha abierto las puertas a un público masivo. Evidentemente es 

condición modificar las prácticas y herramientas pedagógicas utilizadas actualmente.

Equidad y calidad

Conceptualización
En primer lugar, es importante hacer ver la gran dificultad encontrada para acotar y 

clarificar ambos conceptos. Si bien son intensamente utilizados, su acepción toma distin-

tos sentidos dependiendo del actor, del contexto y del tipo de cuestión que se consulta:

Cuando hablamos de equidad, hablamos de varias cosas, el derecho del estudiante a una 

educación de calidad, hablamos de acceso, de retención, de titulación oportuna, hablamos 

de empleabilidad…

La equidad no es solamente económica, la equidad también es religiosa y […] no puede 

ser que un profesor divorciado no pueda hacer clases o que no se acepten a alumnos y yo 

creo que ese es un tema de equidad muy fuerte, sobre todo si uno considera y mira que 

entre las tradicionales y no tradicionales nosotros tenemos un 80% de educación superior 

con orientación religiosa. A mi me parece terriblemente peligroso eso también para 

un estado libre, del respeto a la diversidad, del respeto a la privacidad, del respeto al 

pensamiento crítico y eso, respeto.

La calidad tiene que ver con cuantos alumnos por profesor, que nivel de solvencia tiene la 

institución, cual es el modelo educativo…

Nosotros creemos que este sistema es lo suficientemente complejo como para tener instru-

mentos complejos o diversidad de instrumentos para lo mismo, la diversidad a mi juicio 

es fuente de equidad porque el joven va a estar acá con sus condiciones y si es rígido el 

modelo de prohibición, que no haya educación a distancia o que no pueda articularse para 

estudiar otra cosa... Todas esas cosas son parte de la equidad.

Los significados asignados a cada uno de los conceptos y el balance que de ambos 

hacen los distintos entrevistados son directamente proporcionales a la diversidad de 

perfiles de institución de educación superior que se pueden identificar en el sistema. En 
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este sentido, una de las principales conclusiones es la necesidad imperiosa de destinar 

recursos a estudiar este tema, conocer experiencias exitosas, clarificar los conceptos y 

generar herramientas que permitan gestionar la equidad y la calidad.

Sin claridad y acuerdo respecto de tan importantes conceptos es muy difícil avanzar 

en la construcción de acuerdos de mejora o modificación estructural del sistema.

¿Tensión calidad-equidad?
Pese a la diversidad de posiciones existentes, es posible identificar ciertas posiciones 

comunes. Algunos piensan que calidad y equidad son elementos integrados y no en com-

petencia o tensión. El sistema de educación superior no será de calidad si mantiene 

niveles de inequidad como los existentes y, por lo tanto, avanzar en equidad implica 

mejorar la calidad.

[La acreditación] tiene que ver con la calidad y no es posible separarlo, a mi juicio, de la 

equidad, porque la cantidad de alumnos por jornadas completas que se tiene, la cantidad de 

profesores, va a incidir en que si hay más profesores el alumno aprenda más… la cantidad 

de profesores con posgrados, la solvencia económica… es muy difícil separar la calidad de 

la equidad porque la equidad no es una cosa chica, está en función de bastantes variables.

No hay tensión. Debe haber voluntad de desarrollar calidad y equidad, juntos. Requiere 

más plata, generar las condiciones para que así sea. 

Los procesos de selección tienen impacto en la equidad en la medida que impactan 

en el acceso al sistema. En este sentido, la mayoría de los actores entrevistados están 

a favor de revisar integralmente los incentivos de las políticas de educación superior, 

el sistema de financiamiento y los mecanismos de selección desde el punto de vista del 

impacto que tienen en la selección equitativa de estudiantes. Al parecer ideas como la 

utilización del ranking de ubicación en el curso, más que la PSU, son herramientas que 

permiten favorecer la equidad.

La PAA permitía una mayor equidad en el acceso que la actual PSU. Esto preocupa, pero 

no se sabe qué hacer, la mecánica del sistema nos ha llevado a eso.

Que no haya un sistema único e igual para todos sino que esté sujeto al sistema del que vienen 

los estudiantes. Por ejemplo, el sistema propedéutico de la Usach, que se puede aplicar 

perfectamente de manera masiva a todos los colegios más pobres de Chile.

Yo creo que sería más equitativo lo que se hace en otros países y es un examen de término de 

escolaridad, yo haría una combinación de ranking más resultados del examen de término 

y no de selección, el examen de selección debería ser de cada institución.
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También, hay cuestionamientos y propuestas para el Aporte Fiscal Indirecto, AFI:

El AFI no premia la calidad de los estudiantes porque está absolutamente correlacionado 

con el capital social de los estudiantes. Se farrean talentos con este sistema.

[Hicimos una propuesta de modificar la asignación del] AFI considerando un 50% ranking 

en relación con los pares. Las simulaciones que hicimos muestran un dramático cambio 

de descenso en los colegios particulares y aumento sobre todo en los colegios particulares 

subvencionados y también bastante aumento de los municipalizados y también una leve 

mejoría regional. Nosotros pensamos en el tema regional que es un elemento de discurso 

y que si las universidades captan buenos alumnos de sus regiones van a ir a los colegios, 

por que les va a interesar captar esos estudiantes para ellos y esa es la manera en que van 

a poder retener a los alumnos, empezar a generar un círculo virtuoso que hoy en día es 

vicioso. Todos los estudiantes buenos se vienen a Santiago o a las cabeceras de regiones, 

ese es el efecto que esperábamos, que tuvieran una mayor gravitación regional que 

después se pueda construir más a medida que uno fuera viendo el beneficio y después 

se cambia definitivamente la configuración del origen de los estudiantes que generan 

AFI. En términos de colegios particular pagado, los que más suben son los particulares 

subvencionados… Las resistencias son corporativas y políticas.

La excesiva concentración de propiedad de algunas organizaciones de educación su-

perior debe ser revisada. Eso también es un elemento relevante al momento de promover 

mayor equidad en el acceso. No puede haber barreras económicas, religiosas, ideológicas 

o territoriales que impidan el acceso de un estudiante a una determinada organización 

sea universidad, IP o CFT. Cualquier restricción de este tipo atenta contra principios 

básicos de cualquier sistema de educación superior maduro y desarrollado (autonomía, 

libertad, acceso igualitario, aporte al desarrollo del país, etcétera).

Metodologías diversas
Dadas las deficiencias de la educación escolar, las instituciones de educación superior 

deben hacerse cargo de un conjunto de “brechas” de tal manera de poder asegurar ciertos 

mínimos de calidad en la formación que desarrollan. 

Desde este punto de vista, la equidad debe traducirse en metodologías que reconoz-

can las diferencias de formación de los estudiantes, buscando establecer remediales, 

propedéuticos, ayudantías, tutorías, etcétera, que faciliten el desarrollo del proceso 

educativo. También deben revisarse las cargas académicas (creditajes).

Dado al ingreso masivo de estudiantes de los quintiles de más bajos ingresos, efectivamente, 

hay un interés particular por generar cursos remediales, de tal manera de ir asumiendo 

estas responsabilidades sociales y lograr cumplir con estas metas.
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Aquellas instituciones que voluntariamente han apuntado a estudiantes con más problemas 

de entradas, tienen que hacerse cargo. Lo que no puede ser, es que existan instituciones 

que apunten a este segmento de estudiantes y que los tengan uno, o dos años y se queden 

en tercer año con un tercio o la mitad de los alumnos que ingresaron.

Estamos desarrollando la prueba CODICE, para tener información para elaborar remedia-

les. Es un espacio que la U. Chile está desarrollando para ofrecer al sistema.

Otros aspectos a considerar son los procesos de titulación y duración de las carreras. 

Actualmente, los requisitos de titulación son muy largos y en algunos casos de dudoso 

aporte formativo. 

A nivel organizacional la equidad debe traducirse en un serio estudio del tipo de 

estudiante que se tiene y una adecuación de las metodologías utilizadas a esa realidad. 

Lo mismo con las razones de deserción y demora en la titulación, con el objetivo de mo-

dificar los incentivos, apoyos y requisitos (sin sacrificar calidad). Deben conocerse muy 

bien los estudiantes con que se trabaja. Probablemente es importante generar medidas 

que castiguen organizaciones que tienen bajas tasas de titulación, de manera que se 

obliguen a revisar la utilidad, factibilidad y pertinencia de los actuales procesos. 

Es muy importante privilegiar sistemas de titulación que permitan conocer el grado 

de integración que el estudiante ha hecho de los contenidos entregados y su expe-

riencia de educación superior.

Adicionalmente, facilitar que los estudiantes puedan complementar los estudios con 

trabajo ya que la vulnerabilidad socioeconómica es otro elemento muy gravitante como 

explicación de las tasas de deserción y abandono. Los beneficios otorgados deben ser 

suficientes para resolver los problemas de ingreso y mantención de manera integral, 

becas parciales, aranceles de referencia más bajos que el real no son ayudas óptimas 

para los segmentos socioeconómicos más vulnerables.

En general, los estudiantes requieren trabajar para financiar su educación superior. 

Deben desarrollarse mecanismos que aseguren un ordenamiento de la carga de trabajo 

y horarios que facilite la integración al mundo del trabajo, capitalizando el beneficio for-

mativo que tiene una permanente conexión con el mundo productivo.

Educación continua
La flexibilidad de mallas, el fácil paso de una carrera técnica a una profesional o univer-

sitaria, las salidas intermedias, la mirada integrada del sistema son tareas urgentes para 

contribuir a la calidad y equidad. Existen buenas experiencias, las que hay que perfeccionar 

y multiplicar.

Nosotros tenemos un sistema de articulación: los estudiantes estudian con nosotros dos 

años y obtienen el título de contador general. Después, si lo desean, pasan al quinto semes-
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tre de la carrera profesional de auditoría. Llevamos cuatro años con ese sistema, hemos 

hecho hartos estudios y les ha ido excelente. El mensaje es: estudia contador general para 

ser contador general y, si quieres seguir desarrollándote, después estudias otra carrera. 

Lograr trasmitir que la formación técnica es una formación terminal, no tiene que ver con 

decir una cosa es mejor que la otra. Decirles mira, una vez que tu terminaste con contador 

general y seguiste con auditoría, que no olvides que tú eres contador general también, no 

se oculta ahora que me cambié de barrio y estoy en un barrio mejor, y eso es difícil, y ojalá 

eso pueda pasar.

Esto tiende a que haya una educación continua de pregrado, posgrado, post posgrado. Eso 

es bueno siempre que no se vuelva necesario para poder ser alguien. Como en Chile somos 

buenos para discriminar eso es un peligro real, especialmente por las tendencias mundiales.

Hoy, para cualquier estudiante es muy costoso cambiarse de carrera o institución. No 

existen salidas o reconocimientos intermedios que le permitan al estudiante interrumpir 

los estudios o cambiarse sin grandes costos económicos y de retraso en la formación.

Incentivos 
Si bien los actores están disponibles para asumir los problemas derivados de las defi-

ciencias de la educación escolar, también plantean que ello debe hacerse por la vía de 

establecer nuevos incentivos. Dicho de otra manera: si hay que diseñar y aplicar nuevas 

herramientas para garantizar mejores resultados, ello debe ser reconocido por el sistema 

en el plano del financiamiento; si hay que hacer más apoyos a los estudiantes, eso debe 

ser pagado. ¿Quién lo paga? Esa es la discusión de fondo.

Todos los incentivos son para calidad (AFI). Para avanzar en equidad habría que crear 

incentivos. Si no, ¿por qué recibir alumnos cuya formación es más cara?

Las universidades deben hacerse cargo de las estrategias de desarrollo regional de 

los lugares en que están emplazadas, eso asegura mejores resultados de empleabilidad 

y contribución a la equidad en sus respectivas regiones.

Las instituciones del Estado no pueden seguir siendo 16, no deben elegirse en función de 

la actual gestión, deben elegirse en función de la conformación de macro zonas, más la 

Universidad de Chile que tiene que ser una universidad de clase mundial y no deberían 

haber más de unas siete de las cuales dos no serían universidades sino que fantásticos 

institutos profesionales…

También deben generarse mecanismos que hagan más atractivo el trabajo de acadé-

micos de calidad en universidades regionales. Asegurar una oferta de calidad similar en 

Papo 15-2.indb   562 14/03/2011   07:54:09 a.m.



563Educación superior en Chile: tensiones y actores relevantes en torno al eje calidad-equidad

Pap. Polít. Bogotá (Colombia), Vol. 15, No. 2, 537-570, julio-diciembre 2010

todas las universidades del país es parte central de la equidad. Las políticas de formación 

de capital humano avanzado deben considerar este punto.

En regiones tenemos otro fenómeno, que es que no se encuentra una masa crítica preparada, 

como en Santiago. Entonces, ¿cómo hacemos equivalente una formación en Magallanes 

o en Arica con profesionales de primer nivel y que formen a futuros profesionales? Ahí 

también hay un tema de cómo la universidad se instala y genera los recursos para ir atra-

yendo docentes. Ahí también se nota una preocupación por parte de las instituciones y uno 

observa ahí comportamientos bien visibles. Universidades públicas que no tienen un mayor 

preocupación por el tema de las sedes y que ha sido expuestas en la prensa, así que no es 

ningún misterio, versus, universidades privadas que operan con una gran responsabilidad 

frente a este tema. Entonces es bien heterogéneo el sistema.

El gobierno universitario, la estructura y la toma de decisiones deben considerar la 

equidad como un elemento relevante de la gestión. Podría incluirse, a través de indica-

dores indirectos, como parte de los procesos de acreditación institucional. Especialmente 

dado que actualmente se está completando un primer ciclo de acreditación de casi 

todas las universidades. Habría que ver cómo puede hacerse con los CFT e IPs que van 

más lento en acreditación.

Rol público-privado

Conceptualización
Al igual que en el caso de calidad y equidad, los conceptos de público y privado, no 

están adecuadamente definidos y consensuados, lo que hace mucho más compleja la 

discusión y análisis. Por otra parte, a diferencia de la discusión entre equidad y calidad, 

en este caso las posturas tienen un componente mucho más ideológico, lo que obliga a 

un análisis más político que técnico.

Esa distinción entre universidades tradicionales o no tradicionales, estatales, públicas, 

habría que preguntarse si va de la mano con lo que efectivamente pasa en el sistema. Porque 

tal vez puede haber muchas otras instituciones con vocación pública, que ven la educación 

como un rol social, que están fuera del Consejo de Rectores, entonces el Estado…Hay otros 

países donde el Estado dice nosotros les entregamos esto, a las instituciones que tengan 

este sello particular, independiente de su propiedad y aquellos que quieran orientarse 

a otro grupo de formación u otro tipo de sello o tengan otro tipo de prioridades, tienen 

toda la libertad de hacerlo, pero no tienen fondos de Estado. Y aquí estamos frente a una 

disyuntiva más gremial, por ejemplo en las relaciones entre las instituciones y el Estado, más 
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gremial, en el sentido que el consejo de rectores, las universidades del Estado, de alguna 

manera buscan que los recursos del Estado sean para ellos, por otro lado las universidad 

privadas, también dicen que por qué se les discrimina si ellos también tienen derechos y 

los recursos de Estado son limitados. El Estado debiese priorizar, por lo tanto, que si hay 

instituciones que se alinean con las políticas del país, podrían perfectamente acceder a esos 

fondos. Lo que quiero decir es que falta una definición de educación pública y del rol público 

que dan las instituciones, que hasta ahora no se ha dado, y es lo que genera estas tensiones.

Estamos convencidos que el Estado necesita una educación estatal de calidad, responsable 

e igualitaria. Y esos tres aspectos son los que fundan el sentimiento laico que hay en esta 

universidad. 

El Estado tiene que generar una plataforma educativa que sea capaz de darle sustento y 

garantía a una estrategia de desarrollo del país de largo plazo… una red de universidades 

estatales a lo largo de todo el país que sean de excelencia y que sean acordes a las necesi-

dades de la región donde están ubicadas. Una red articulada, coordinada, que le de piso 

al desarrollo de profesionales, al desarrollo del país…

La configuración del sistema de educación superior no contribuye a distinguir clara-

mente los distintos tipos de instituciones que componen el sistema. La distinción entre, 

por ejemplo, universidades públicas (estatales) y privadas no es suficiente. El Consejo 

de Rectores integra universidades estatales y privadas, acreditadas y no acreditadas.

La gran pregunta que está detrás es ¿qué define el rol de la universidad: la propiedad 

o las temáticas de estudio e intervención?

Negocio y lucro
La distinción puede clarificarse si se agrega el componente del lucro. En tal sentido, las 

universidades privadas que integran el Consejo de Rectores no tienen fines de lucro. 

Si bien el sistema de educación superior no permite la existencia de universidades 

privadas con fines de lucro, en la práctica es de público conocimiento que existen 

universidades privadas que operan con dichos fines por medio de mecanismos opacos 

(a través de inmobiliarias y otras figuras jurídicas) que les permiten a los propietarios 

de algunas organizaciones de educación superior rentabilizar su inversión.

Es perentorio transparentar el fin de lucro, convertirse en industria y plegarse a las nor-

mas que Chile tiene para el tratamiento de sus industrias, vale decir, impuestos, balances 

públicos.

Las preguntas que deben ser respondidas apuntan a definir si el Estado está dis-

puesto a dejar que una institución de educación superior lucre si hace bien su trabajo 
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de formación profesional, investigación, innovación o extensión. La discusión se ve muy 

teñida por la defensa corporativa del Consejo de Rectores preocupado de no distribuir 

los recursos disponibles entre más organizaciones. 

Esperamos que el Consejo de Rectores avance en una línea de tratamiento del rol público 

y privado, sabemos que es un tema que les preocupa a los rectores, pero también sabemos 

que las tensiones les han impedido avanzar con mayor rapidez respecto a cómo enfrentar 

estos temas y dar señales concretas al país. Los temas claves, por ejemplo, han sido el tema 

de la investigación, qué rol cumple en una investigación, si una universidad pública en la cual 

el Estado invierte, ¿investiga? , ¿Qué hace, cómo investiga, para qué investiga, cuáles son 

los productos que tienen?, ¿benefician a todo la población? , ¿No beneficia? Esa es una 

investigación pendiente. 

Una universidad (privada) que no cumple con estándares de calidad y de orientación país 

no puede recibir platas públicas, no puede tener lucro, no puede tener ciertas características 

que no sean coherentes con el desarrollo del país. Si no cumple con eso, tiene que haber 

un castigo…Con las estatales la lógica es al revés: tienen que cumplir con las reglas para 

mantenerse. Predicar y practicar.

Otros países, como Brasil, han hecho opciones inteligentes invirtiendo mucho en investi-

gación, hoy la U. de Sao Paulo es top diez del mundo. Son lugares donde se han dedicado 

a decir que el desarrollo es clave para el país. Nosotros no nos hemos dado cuenta de eso… 

Las tendencias debieran ser fortalecimiento de ciertas áreas de investigación, ser esperaría 

que hacia mayor equidad. 

Por otra parte, si un privado realiza adecuadamente su tarea formativa, ¿por qué 

debiese dejar de recibir una adecuada ganancia y rentabilidad del capital invertido? 

En este caso, al componente ideológico, se suman importantes intereses económicos.

El rol público de las universidades
El sistema entiende la educación superior como un bien social, por lo que, cualquier 

organización que esté en este ámbito podría definirse como de “rol público”. La ambi-

güedad del concepto hace que universidades claramente privadas se autodefinan como 

de interés o rol público. El límite es muy difuso, hay universidades privadas en temas 

públicos y universidades públicas en temas privados.

Hay instituciones públicas y privadas, operando en ámbitos públicos y privados, vale decir, 

universidades estatales que han incorporado dentro de sus quehaceres actividades más 

privadas y por otro lado, universidades privadas que han iniciado líneas de investigación, 

líneas de responsabilidad social, que hacen gran aporte al país.
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Los lineamientos para la definición del rol público debieran incluir, de lo general a lo 

particular, el desarrollo del país, el desarrollo de las regiones y de las personas. Definir 

objetivos que sean públicos y nacionales. Definir estándares de calidad de excelencia. 

Definir áreas productivas que son importantes de desarrollar. Todo esto tiene que ver con 

el desarrollo de las oportunidades. Se espera que el sistema de educación superior sea una 

caja negra de donde salga una sociedad mejor.

Nuestra definición de lo público es la impronta de que el mundo es nuestra responsabilidad.

Lo público es más que la propiedad, también importa el deseo de formar estudiantes 

que impacten en lo público/la sociedad, en el proyecto de país.

Hemos encontrado en instituciones privadas una gran concepción y alto valor respecto a la 

función pública y social de educar. Universidades que se declaran con una vocación docente, 

que orientan todo su quehacer, todos sus recursos, físicos, profesores, infraestructuras, 

para lograr aquello y que lo hace bastante bien; lo hacen cautelando que alumnos que 

ingresan, siendo universidades de admisión abierta, puedan superar las deficiencias de la 

formación escolar y puedan efectivamente transformarse en futuros profesionales que 

sirvan al país. En ese sentido, lo que hemos observado, es que se ha ido masificando y dando 

una prioridad en esa línea. Ellos están muy conscientes, ya sean públicos o privados, del 

rol que cumplen, y eso es algo bien transversal en el sistema.

La mirada de la universidad es formar ciudadanos, y como tal están aportando a lo público… 

Público en el sentido de aportar a la sociedad desde lo que hacemos.

El rol de Estado
La educación superior debe ser una política de Estado de largo plazo, la construcción 

de un proyecto de desarrollo de educación superior para el futuro es tarea del Estado. 

El sistema de educación superior está íntimamente ligado al desarrollo del país.

Sin embargo, esa tarea no lo exime de la gestión y control de lo que ocurre en la 

gestión y funcionamiento cotidiano del sistema.

Las organizaciones públicas y privadas deben someterse a controles de calidad y 

regulación, ese rol, ciertamente es del Estado. 

[…] Que la autonomía no sea sinónimo del permiso para hacer cualquier cosa sin tener 

fiscalización o auditoria… La educación superior requiere una institucionalidad diferente y 

se habla de una subsecretaria o cualquier cosa que junte la educación superior, la ciencia, 

la tecnología y la innovación… Empoderar a ese cuerpo como para poder realmente dictar 

política y supervisar la labor de las agencias.
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En estos momentos, estamos llenos de gente que no sabe si lo que está estudiando su hijo le 

va a servir o no, pero “suena bien” que estudie eso. Eso es lo que hay que regular… El Rector 

es de la idea de apoyar cualquier línea que permita regular, eso no significa estatizar o no es-

tatizar, discutir, respecto al rol social de la educación. El rol social de la educación superior 

está vinculado directamente a empleabilidad, y empleabilidad es lo que la gente necesita.

La política pública debiera decir cómo se educa gente de 400 puntos.

El rol de garante, en una educación que tenga ciertos contenidos, ciertas premisas, esta 

aguado… El Estado no está siendo garante que el sistema de educación superior sea de 

equidad, que sea de calidad, de oportunidades, de condiciones dignas de formación edu-

cativa... Que tenga una visión país.

A modo de conclusión
El sistema de educación superior chileno ha experimentado ciertas transformaciones 

a lo largo de las últimas décadas y con especial énfasis tras la modificación de ley de 

educación superior a inicios de la década de los ochenta. Ello permitió la creación de uni-

versidades privadas así como de universidades regionales, institutos profesionales y 

centros de formación técnica configurando un sistema altamente diverso y complejo.

Una de las principales características del sistema es que, hasta ahora, ha mostrado 

importantes niveles de gobernabilidad y orden, lo que explica el escaso interés de los ac-

tores por introducir cambios radicales en la forma de pensar y hacer educación superior.

Por un lado, se observa un proceso de institucionalización que reconoce la creación 

de diversos organismos y normas que han redundado en la constitución de parámetros 

para evaluar la calidad de las instituciones que integran el sistema. Especial importancia 

ha tenido en este esfuerzo la conformación de un sistema nacional de aseguramiento 

de la calidad. El sistema de aseguramiento de la calidad, a través de la acreditación, ha 

regulado la calidad de ciertos parámetros de la docencia de pregrado, generando un 

marco transversal para todo el sistema. La variable equidad está menos presente en el 

discurso, y para algunas instituciones no presenta ningún desafío real. 

Por otro lado, el Estado ha diversificado las formas de financiamiento de la educación 

superior e introducido nuevos mecanismos que, como el crédito con aval del Estado, 

han facilitado el ingreso masivo de estudiantes al sistema a partir de 2006.

Resultado de estas múltiples innovaciones, contamos con un sistema de educación 

superior que, a juicio de los principales actores involucrados, es diverso, complejo, dinámico 

y que ha funcionado adecuadamente dando respuesta a la demanda de un acceso más 

amplio a la educación superior que ha dejando atrás el elitismo imperante hasta 1990. 

Los actores se sienten cómodos en las posiciones desde donde están jugando. Desde 

esta perspectiva, si se desea impulsar cambios importantes el Estado debe promover un 

cambio en las reglas establecidas, con el consiguiente costo en gobernabilidad.
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Desde otra perspectiva, hay un grupo de actores que preferiría un marco de referencia 

para el sistema de educación superior que respondiera a un proyecto de desarrollo para el 

país, definiendo líneas de desarrollo, de investigación, de formación de profesionales 

y técnicos. Y que estas grandes orientaciones fueran el parámetro para el sistema de 

aseguramiento de la calidad.

El reconocimiento de estas tensiones no se traduce necesariamente en incentivos 

para introducir innovaciones en el sistema. Más bien, parece prevalecer la defensa 

de la autonomía de un sistema de educación superior en el cual los diversos tipos de 

instituciones han logrado obtener beneficios que, en promedio, son mayores que las res-

tricciones que el sistema impone. Desde este punto de vista, los incentivos de los actores 

a modificar el sistema son mínimos o están condicionados a que las reformas no afecten 

su actual ecuación de los beneficios que obtienen del sistema. 

Si a ello se suma un Estado que históricamente ha tenido poca injerencia en la 

configuración del sistema y que esa escasa capacidad se ha visto profundizada con las 

reformas neoliberales impulsadas desde finales de los setenta, el escenario se torna 

adverso para la pretensión de introducir reformas de fondo al sistema.

En lo que se refiere específicamente a las tensiones derivadas del eje calidad-

equidad, quedan circunscritas a un espacio definido por el débil rol rector del Estado, 

los intereses de los distintos actores involucrados y el deseo de los jóvenes de ingresar 

a la educación superior.

La equidad se asocia mayormente a dar igualdad de oportunidades a jóvenes con 

bajas competencias de entrada. En este sentido se presentan dos grupos: aquellas institu-

ciones que trabajan permanentemente en esta realidad y aquellas que captan estudiantes 

de mejor nivel y por lo tanto tienen que intencionar acciones para crecer en equidad, 

ampliando el espectro de jóvenes que accede. Mientras para el primer grupo promover 

la equidad es sinónimo de trabajar por la calidad, para el segundo la equidad representa 

un desafío independiente. 

Reconociendo la deficitaria educación secundaria de un amplio sector de la sociedad, 

los procesos de selección aparecen como una de las principales barreras a sortear en pro 

de una mayor equidad. Es aquí donde aparecen experiencias interesantes, pero que en 

ningún caso dan respuesta a la dimensión del problema.

No hay que desmerecer las realidades individuales de las instituciones, pues cada 

una ha captado un nicho y desarrolla estrategias especificas. Es así como los CFTs, los 

IPs, las universidades privadas con más o menos prestigio, las grandes universidades, 

en regiones, etcétera, han desarrollado modelo educativo exitosos y adecuados a su 

realidad y desafíos.

La educación técnica representa un importante porcentaje de los estudiantes y no 

ha sido suficientemente reconocida. Ha habido avances en la oferta de educación en 
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este ámbito, pero carece de un marco regulatorio y de incentivos. Falta incorporar la 

variable del costo de impartir carreras con importante aplicación de tecnología. Asi-

mismo, se debe avanzar en la articulación entre programas e instituciones, permitiendo 

así la progresión de estudios y generando más alternativas para los estudiantes que 

comienzan desde abajo.

Es posible avanzar en calidad en la medida que se fortalezca el proceso de acreditación 

pero sin forzar a las instituciones a ajustarse a un modelo predefinido y que el Estado 

esté dispuesto a aportar fondos para lograr una formación de calidad que supere las 

restricciones derivadas de la mala calidad de la educación escolar al tiempo que mantenga 

en la opacidad el fin de lucro de algunas instituciones de educación superior.

Por otro lado, se crecerá en equidad en la medida que el sistema no altere el acceso 

privilegiado que las universidades del Consejo de Rectores tiene a los fondos deriva-

dos del aporte fiscal directo, las becas y el crédito universitario y, en el marco de la 

autonomía de que goza el sistema, se permita a las instituciones interesadas, innovar 

en materias tales como procesos de selección complementarios a la PSU que permitan 

detectar estudiantes de calidad o herramientas de nivelación.

Finalmente, un aspecto fundamental que el Estado debe promover en el sistema es 

mayor y mejor información, generando transparencia en el sistema. La disponibilidad 

de información es una condición de base para un sistema de mayor calidad y equidad.

En resumen y si bien la mirada predominante de los actores es positiva, también se 

reconocen tensiones. Entre ellas, se destacan cuatro como las más relevantes:

a) La tensión entre los resultados que genera la educación escolar y las expectativas 

del sistema de educación superior y ello desde la perspectiva de la equidad (en el 

sentido que el acceso a la educación superior excluye a un porcentaje significativo de 

postulantes que no logran el puntaje mínimo en la prueba de selección universitaria) 

pero también desde la perspectiva de la calidad en el sentido que las deficiencias de 

la educación escolar dificultan la formación de profesionales de calidad a su vez que 

generan inequidad por la vía de la deserción temprana.

b) Otra tensión se refiere a la institucionalidad. Se reconoce que el sistema es diverso 

y complejo pero, sin embargo, está todavía anclado en una institucionalidad que 

tiene en su centro a un organismo como el Consejo de Rectores que solo representa 

un tercio del total de universidades chilenas.

c) Hay una tensión derivada de la restricción que genera la imposibilidad formal del 

lucro por parte de las instituciones de educación superior y el lucro que en realidad 

persiguen numerosas instituciones privadas.

d) Finalmente, se observa una tensión entre la autonomía del sistema de educación superior 

y los objetivos del país en esta materia, detectándose una desarticulación entre las 
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prioridades del desarrollo nacional y los intereses de las instituciones de educación 

superior, especialmente las universidades. 
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Resumen

El artículo analiza la problemática de la degra-

dación ambiental a la luz del fenómeno de la 

globalización, estableciendo que la afectación 

de bienes globales ambientales como el sistema 

hidrológico, en el que se encuentran los ecosis-

temas de humedales, guarda directa relación 

con problemas ambientales locales. En primer 

lugar, se aborda el debate teórico sobre la glo-

balización a partir de las tres grandes escuelas: 

la hiperglobista, la escéptica y la transformacio-

nalista. Además, se identifican las estructuras 

de gobernanza global y el fortalecimiento de los 

regímenes internacionales como una alternativa 

para la solución de problemas globales. En ese 

Abstract

The article analyses the problems of environ-

mental degradation through the phenomenon 

of globalization, establishing that the allocation 

of global environmental goods such as water sys-

tems, which are wetland ecosystems, are directly 

related to local environmental problems. First, it 

addresses all the theoretical debate on globaliza-

tion from the three major schools: hyperglobalis-

tic, skeptical and transformationalist. The latter 

considers the structures of global governance 

and the strengthening of international regimes 

as an alternative to solve global problems. In this 

sense, the wetland protection established in the 

Ramsar Convention allows evaluating the func-
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sentido, la protección de los humedales consa-

grada en la Convención Ramsar permite evaluar 

el funcionamiento del sistema de gobernanza 

ambiental a nivel global, nacional y local, espe-

cialmente en la referente a la aplicación de las 

normas expedidas de conformidad con el régi-

men internacional para la protección de dichos 

ecosistemas. En ese contexto, se evidencian en 

el Valle del Cauca una serie de dificultades para 

la preservación efectiva de los humedales, lo que 

conlleva a un sistemático incumplimiento del 

régimen internacional por parte de Colombia 

y, en consecuencia, a la desprotección de estos 

ecosistemas, amenazando con su desaparición, 

la extinción de su biodiversidad y el incremento 

del calentamiento global.

Palabras clave autor: Globalización, gober-

nanza global, régimen internacional, degrada-

ción ambiental, Convención Ramsar, humedales.

Palabras clave descriptor: Convención Ram-

sar, conservación de humedales, Valle del Cauca 

(Colombia), degradación ambiental.

tionality of environmental governance, at global, 

national and local levels, especially in relation to 

the application of the rules issued in accordance 

with the international regime for protection of 

these ecosystems. In this context, it is evident 

that in Valle del Cauca a range of difficulties for 

the effective preservation of wetlands exist, lead-
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Introducción
Frente al hecho de la existencia de problemas globales, cuya solución desborda su ca-

pacidad individual, el Estado nación se ha visto en la necesidad de cooperar con nuevos 

actores en el escenario internacional para enfrentar tales desafíos. En este orden de 

ideas, la degradación ambiental global, producida principalmente por la acción humana, 

evidencia claramente la relación local-global de dicho fenómeno, puesto que los aconte-

cimientos que ocurran en un lugar determinado del planeta, pueden tener repercusiones 

al otro lado del mundo. En ese contexto de interdependencia creciente, se han consti-

tuido los sistemas de gobernanza global, a través de la creación de redes, la interacción de 

los actores estatales y no estatales, la cooperación internacional y, el fortalecimiento 

de los regímenes internacionales, como una alternativa para la protección de bienes 

globales, tales como la biosfera, el sistema hidrológico y la biodiversidad, entre otros.

Desde esta perspectiva, la Convención Ramsar de 1972, sobre la protección de humedales 

de importancia internacional como hábitat de aves acuáticas, constituye un componente 

importante del régimen internacional del medio ambiente. Hacen parte actualmen-

te de esta Convención 159 Estados, los cuales han designado una superficie total de 

181.365.679 de hectáreas de humedales como de importancia internacional alrededor 

del mundo.

Colombia, que cuenta con un poderoso sistema hidrológico, en el que se encuentran más 

de 20.252.500 hectáreas de humedales, aprobó la Convención Ramsar en 1997 mediante 

la Ley 357. A partir de allí, el MAVDT (Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 

Territorial) ha expedido la Política Nacional para Humedales Interiores, la Resolución 

157/04 y la Resolución 196/06, y en cumplimiento de las obligaciones de la Convención, 

ha designado cinco sitios como de importancia internacional. No obstante, el Valle del 

Cauca, que hasta 1950 alcanzaba una extensión de 15.286 hectáreas de humedales, y 

tiempo atrás había sido considerado como un gran humedal, hoy día cuenta con poco 

más de 1879 hectáreas, reducción significativa (81.7%) que ha obedecido a la agricul-

tura intensiva, la urbanización, la contaminación y la desecación, a las dificultades 

para realizar su deslinde, el difícil acceso a los humedales en predios privados para su 

conservación, la destrucción ocasionada por los ingenios azucareros; así como también 

al serio problema de falta de toma de conciencia por parte de la sociedad en su conjunto 

en torno a la importancia de la protección de estos ecosistemas.

De ello se desprende que, a pesar de existir una normatividad interna para la pro-

tección de humedales, emanada del régimen internacional, se presentan dificultades 

serias que comprometen su aplicabilidad y efectividad, por lo cual se hace necesario 

evaluar el desarrollo local del régimen internacional del medio ambiente en el proceso de 

construcción de un sistema de gobernanza ambiental en el Valle del Cauca, en el caso 
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concreto de la adopción y aplicación de la Convención Ramsar de 1971 sobre la Pro-

tección de Humedales. 

Conceptualización y debate teórico sobre la globalización 
Todos los sustantivos que poseen el sufijo “ización” infieren un cambio. Dicha afirma-

ción encuentra su expresión en las ciencias sociales a través de conceptos, tales como 

democratización, urbanización, industrialización, modernización, etcétera (compare: 

Albrow, 2007, pp.144-145). Por tanto, con el concepto globalización se intenta compren-

der los cambios vertiginosos que se han llevado a cabo en las últimas dos décadas en las 

relaciones internacionales contemporáneas y el surgimiento de problemas con efectos 

transfronterizos. Dicho fenómeno toma forma, especialmente, a través de la ampliación 

espaciotemporal de las prácticas sociales más allá de las fronteras del Estado-nación, del 

nacimiento de instituciones transnacionales y de la difusión de patrones culturales. En 

suma, la globalización ha sido definida “como la ampliación, profundización y aceleración 

de una interconexión mundial en todos los aspectos de la vida social contemporánea, desde 

lo cultural hasta lo criminal, desde lo financiero hasta lo espiritual” (Held, McGrew, 

Goldblatt y Perraton, 2002, p. xxx).

La globalización se hizo más evidente a partir de los años noventa en los ámbitos 

de lo económico, de lo político, de lo social, de lo ambiental y de lo cultural (compare: 

García, 2000, pp. 10-25 y Baylis-Smith, 2002, pp. 14-19). Así mismo, no posee una lógica 

unitaria universal, sino que tiene un carácter multicéntrico, multitemporal, multiforme 

y multicausal (Jessop, 2003, p. 32). En consecuencia, la globalización presenta un rasgo 

multidimensional1, el cual se originó, especialmente, en cambios de orden tecnológico y 

económico, cuyo resultado ha implicado que las nuevas formas de producción requieran 

hoy en día más información y menos contenido de energía, materiales y mano de obra. 

Uno de sus impulsores más importantes ha sido la nueva revolución tecnológica en la 

informática y su impacto en el desarrollo de las telecomunicaciones2. En su dimensión 

1 Ver, por ejemplo, Flint, Colin y Peter Taylor, Peter (2002), quienes identifican ocho dimensiones 
principales en la globalización: la financiera, la tecnológica, la económica, la cultural, la política, la 
ecológica, la geográfica y la sociológica (pp. 1-2). Por su parte, J. S. Nye Jr., (2003), señala cuatro: 
la económica, la social, militar y la medioambiental (p. 139). 
2 Véase, detalladamente, M. Castells, (1999, pp. 93 y ss.). Ahora bien, es necesario destacar que 
el proceso de globalización está estrechamente vinculado, con el surgimiento y aplicación de las 
nuevas tecnologías informáticas, basadas en las telecomunicaciones y los computadores que ha 
proporcionado el fundamento tecnológico real para la constitución de una economía mundial 
globalizada. Por eso se percibe la estrecha relación que existe entre globalización y conocimiento 
en la perspectiva de la llamada sociedad del conocimiento. En consecuencia, el fundamento tec-
nocientífico del nuevo paradigma tecnológico que sirve de base a la globalización lo constituye la 
microelectrónica y su aplicación a la informática y a la telemática.
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económica se manifiesta, especialmente, a través de la apertura de los sistemas econó-

micos nacionales, la expansión de los mercados financieros, la búsqueda permanente 

de ventajas comparativas, la reorganización espacial de la producción y el aumento del 

comercio internacional. 

Pero la globalización no solo toma forma en los mercados globales y en las redes 

computacionales, sino que también se materializa en el narcotráfico, en la nueva 

polarización y estratificación de la población mundial en ricos globalizados y pobres 

localizados, en los flujos migratorios y en los problemas globales del medio ambien-

te, cuya posible solución supera las fronteras territoriales del Estado-nación. En lo que 

concierne a la cuestión medioambiental, vale la pena resaltar que se ha ido incorporado 

paulatinamente a la conciencia global, es decir, se ha convertido en un universal de la 

reivindicación política. Desde esta óptica, la sociedad actual se entiende como la socie-

dad del riesgo mundial, por lo que el proceso de modernización se vuelve reflexivo, es 

decir, se toma así mismo como tema y problema (Beck, 1998a, pp. 65-71; 1998b, p. 30; 

2004, p. 123; Grande, 2004, p. 32).

En la literatura especializada, se ha llevado a cabo una clasificación de la producción 

teórica que intentar dar cuenta del fenómeno, identificando tres grandes escuelas de 

pensamiento: los globalistas o hiperglobalizadores, los escépticos y los transformacio-

nalistas o postescépticos (Held y otros, 2002, p. xxxi y ss.; Martell, 2007, p. 173). Para 

los Hiperglobalizadores, la globalización define una nueva era en la cual los pueblos 

en todo el mundo están cada vez más sujetos a las disciplinas del mercado global; de 

hecho, la movilidad del capital, las corporaciones transnacionales y la interdependencia 

económica sugieren que las economías nacionales son ahora mucho menos significantes 

(Martell, 2007). Simultáneamente, la globalización económica produce una “desnacio-

nalización” de las economías mediante el establecimiento de redes transnacionales de 

producción, comercio y finanzas, donde los gobiernos nacionales quedan relegados 

a simples instituciones intermedias insertadas entre mecanismos de gobierno local, 

regional y global cada vez más poderosos (Held y otros, 2002, p. xxxii; Ohmae, 2008, 

pp. 223-227; Strange, 2008, pp. 228-234 ). 

Desde la perspectiva globalista, los Estados-naciones se han convertido en unidades de 

negocios no viables y han perdido su poder e influencia, ya que su gestión es determinada 

desde las políticas económicas mundiales. De hecho, los hiperglobalizadores consideran que 

políticamente los Estados-naciones están supeditados a las organizaciones internacionales 

como las Naciones Unidas y el Fondo Monetario Internacional, así como a los movi-

mientos sociales y a la sociedad civil global (Martell, 2007, p.174). En consecuencia, 

la construcción de nuevas formas de organización social, la irrupción de la economía 

global y el surgimiento y fortalecimiento de instituciones de gobernabilidad global, 
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erosionan cada vez más la soberanía y la autonomía del Estado, por lo que se predice 

su desaparición (Held y otros 2002, p. xxiv).

En palabras de Guerra Borges (2002), los Hiperglobalistas, quienes pasan a deno-

minarse Fundamentalistas de la globalización, la profetizan como un fin de la historia, 

como la consumación de una nueva época en que se entroniza el mercado absoluto. En 

el mejor de los casos hacen la concesión de que este estado de cosas todavía no se ha 

alcanzado, pero que en parte ya existe y hacia allí se va inexorablemente (pp. 41-43).

Por su parte, los Escépticos plantean a la globalización como un mito que oculta la 

realidad de una economía internacional cada vez más segmentada en bloques regionales 

importantes, en los que los gobiernos nacionales siguen siendo muy poderosos (Wallers-

tein, 2007, pp. 65-102). Ellos conciben la regionalización y la internacionalización en 

vez de la globalización, ya que esta representa un estado “ideal” inexistente, toda vez que 

la actividad económica mundial evoluciona en función de los tres principales bloques 

financieros y económicos: Europa, Asia-Pacífico y Norteamérica, la triada, por lo que la 

economía mundial está cada vez menos integrada (Held y otros, 2002, pp. xxxvi-xxxvii).

Para ellos, la internacionalización de los mercados no es un fenómeno sin prece-

dentes en años recientes; de hecho, plantean que el mundo puede haber estado más 

internacionalizado hace cien años que ahora (Martell, 2007, p.175). De otra parte, los 

escépticos sostienen que en el actual modelo económico multilateral, a medida que se 

intensifican los flujos de comercio dentro del Norte más rico, se excluye gran parte del resto 

del globo, evidenciando así una creciente marginalización de muchos países del Tercer 

Mundo (Held y otros, 2002, pp. xxxvi-xxxvii; Callinicos, 2007, 62-78), lo que supone el 

incremento de problemas de pobreza e inequidad realmente globales por el aumento 

de la brecha entre ricos y pobres (Martell, 2007).

A diferencia de los hiperglobistas, los escépticos consideran que políticamente los 

efectos de la globalización no conllevan a la extinción del Estado-nación, sino que, por el 

contrario, sugieren que los Estados-nación conservan su autonomía y soberanía en 

muchas formas, aunque irregularmente. En efecto, críticos de esta corriente plantean 

que organizaciones como las Naciones Unidas parecen ser más “internacionales” que 

transnacionales, en la medida en que están compuestas y manejadas por los más po-

derosos Estados, que desde el Consejo de Seguridad se eximen de aplicar a sí mismos 

políticas que les perjudican, pero sí imponen a otros aquellas normas que repercuten 

en su propio beneficio (p. 175). 

Por último, bajo la visión de la escuela transformacionalista, la globalización debe 

entenderse como un proceso histórico más abierto que no se ajusta con los modelos 

lineales ortodoxos del cambio social (Held y otros, 2002, p. xliii) y el cual está cambian-

do el mundo (Martell, 2007, p.176), toda vez que afecta áreas específicas del desarrollo 

social, y que no se puede interpretar como un proceso unívoco, sino más bien como una 
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multiplicidad de procesos que se entrecruzan y se contradicen (Held y McGrew, 2004, 

pp. 6-8)

Los transformacionalistas reconocen que el Estado-nación no pierde su protagonismo 

en el escenario globalizado, pero se transforma frente a las nuevas realidades. En efecto, 

la aparición de instituciones globales para encarar los problemas igualmente globales 

−asociados con medio ambiente, drogas, crimen organizado, comunicaciones, transporte 

y demás− y otros entes de carácter regional, obligan al Estado-nación a compartir su 

soberanía, lo cual no significa que la pierda (Martell, 2007, p. 177). En ese orden de ideas, 

los transformacionalistas conciben la estructuración de sistemas de gobernanza global 

fundamentalmente por la aparición de nuevos actores en el escenario internacional para 

afrontar problemas globales y por la constitución de regímenes internacionales (Held 

y McGrew, 2004, pp. 11-14).

Igualmente, para los transformacionalistas la globalización es una fuerza impulsora 

decisiva en los rápidos cambios sociales, políticos y económicos que están reformando 

las sociedades modernas y el orden mundial, y que además, diluyen sistemáticamente las 

fronteras de los asuntos externos e internos de los Estados (Held y McGrew, 2004, 

pp. 28-32). Así mismo, plantean también que la globalización está asociada con nuevas 

pautas de estratificación, puesto que ha redefinido las pautas tradicionales de inclusión 

y exclusión entre los países, al forjar nuevas jerarquías que atraviesan y penetran todas 

las sociedades y regiones del mundo: algunos Estados, sociedades y comunidades se 

interconectan cada vez más en el orden global, mientras que otros se vuelven cada vez 

más marginados (Held y otros, 2002, p. xxi).

Por último, la naturaleza del fenómeno global debe analizarse desde una perspectiva 

histórica, ya que tanto su formación como su espacio de actuación responden a ámbitos 

específicos en los cuales se desenvuelve el fenómeno, es decir, que los Transformacio-

nalistas conciben la globalización como un proceso que se ha manifestado a través de 

diferentes formas históricas, caracterizadas por distintos atributos espaciotemporales 

y organizacionales (Held y McGrew, 2007, pp.1-2)3. 

3 Según David Held existe la posibilidad de que la forma particular adoptada por la globalización 
pueda diferir entre una época histórica y otra. Por ello, plantea un enfoque que condensa las Formas 
históricas de la Globalización, a través de un análisis comparativo y sistemático del fenómeno en el 
transcurso del tiempo, basado en cuatro dimensiones espaciotemporales y cuatro organizacionales 
de la interconexión global en épocas históricas distintas: 1) el alcance de las redes globales, 2) la 
intensidad de la interconexión global, 3) la velocidad de los flujos globales, 4) la tendencia de la 
repercusión de la interconexión global, 5) la infraestructura de la Globalización, 6) la institucionali-
zación de las redes globales y el ejercicio del poder, 7) la pauta de la estratificación global, y, 8) los 
modos dominantes de la interacción global (Held y otros, 2002, pp. L-LVI, Held-McGrew, 2007, p.2).
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La gobernanza global: una alternativa frente los problemas 
globales
Los procesos de globalización han conducido a la intensificación y concentración de las 

interacciones transfronterizas, que envuelven a todos los Estados en una red de interde-

pendencias, en la cual los someten con distintos grados de vulnerabilidad a las nuevas 

tendencias internacionales de desarrollo (Pastrana, 2005, p. 270). En consecuencia, el 

mundo se está moldeando rápidamente hasta convertirse en un espacio social compar-

tido por fuerzas económicas y tecnológicas, al punto que los desarrollos en una región 

del mundo pueden tener profundas consecuencias para las oportunidades de vida de 

los individuos o las comunidades en el otro extremo del planeta (Held y otros, 2002, p. 

xxix), es decir que todo lo que ocurra en cualquier lugar del planeta, independientemente 

de las distancias geográficas, tiene repercusiones, directas o indirectas, buscadas o no, 

sobre otros continentes, regiones o países (Beck, 1998b, pp. 29-31). 

Precisamente, las consecuencias de la globalización colocan al Estado-nación 

frente a espinosos desafíos, puesto que las redes mundiales en expansión, en donde 

se mueven el capital, las mercancías, las informaciones, las ideas, los conocimientos, 

los individuos o incluso cuestiones ecológicamente relevantes (como la lluvia ácida o 

el CO2), se traducen en un tejido cada vez más tupido de interdependencias globales, 

y a su vez, las diferentes estructuras y redes universales influyen unas en otras, se 

compenetran, y surgen efectos en cadena que también pueden desembocar en riesgos 

sistémicos globales (Messner, 2001, p.49). Así, la globalización no solo toma forma en 

los mercados globales y en las redes computacionales, sino que también se materializa 

en el narcotráfico, en la nueva polarización y estratificación de la población mundial en 

ricos globalizados y pobres localizados, en los flujos migratorios y en los problemas 

globales del medio ambiente (Pastrana, 2005, p. 268).

Ahora bien, los problemas relacionados con el medio ambiente se enmarcan dentro 

de los bienes y males globales4 , y por tanto, son problemas de dimensión mundial (por 

ejemplo, los cambios climáticos, el agujero en la capa de ozono, la desertización creciente, 

la amenaza a la biodiversidad, etcétera) que tienen que ver con la protección de bienes 

globales (Messner, 1999, p. 83). 

En la sociedad del riesgo global, caracterizada por el proceso de globalización y los 

riesgos globales, las sociedades no occidentales comparten con occidente no solo el 

mismo espacio y tiempo, sino los mismos retos básicos (Beck, 2002, p. 7), que obede-

4 En palabras de Ulrich Beck (2002), estos problemas constituyen la primera categoría de las 
amenazas globales: sobre los males globales, es decir, destrucción ecológica y peligros tecnoló-
gico-industriales motivados por la riqueza, tales como el agujero en la capa de ozono, el efecto 
invernadero o las carestías regionales de agua, así como los riesgos impredecibles que implica la 
manipulación genética de plantas y seres humanos (p. 54).
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cen a la necesidad de contrarrestar diversos tipos de problemas de carácter global, que 

requieren un altísimo grado de cooperación internacional y el desarrollo de estrategias 

y programas específicos y conjuntos por parte de los actores que intervienen en ellos. 

Simultáneamente con la aparición de nuevas problemáticas y retos globales, ha surgido 

en el escenario internacional una serie de actores –institucionales y no institucionales– que 

comparten con las tradicionales unidades de poder del sistema internacional, los Estados-

nación. Estos, han venido sufriendo transformaciones tanto internas como externas para 

asumir los retos de la globalización. Acertadamente Daniel Bell (1987) ya lo había dicho: 

el Estado-nación se ha vuelto “demasiado pequeño para abordar los grandes problemas 

de la vida y demasiado grande para los pequeños problemas de la vida” (p. 68).

Los Estados ya no están solos en la política internacional. A pesar de que se mantienen 

como los actores más importantes de esta, ya no son los global players omnipotentes 

(Terz –Pastrana, 2007, p. 555). Lo anterior se manifiesta en primer lugar, porque ahora 

tienen que compartir el escenario global con un número creciente de actores globales 

en una economía mundial en dinámico crecimiento y un incipiente mundo social glo-

balmente activo: empresas multinacionales, organizaciones inter y suprarregionales, 

organizaciones no gubernamentales y particulares se inmiscuyen cada vez más en la 

política global. En segundo lugar, las líneas divisorias entre la política interior y exterior 

se están difuminando cada vez más (Held, 1997, p.118). A través de relaciones trasnacio-

nales los actores externos se inmiscuyen crecientemente en los asuntos «internos» de 

los Estados; a causa de las interrelaciones económicas, las crisis ya no se circunscriben 

a un país; la densificación de las comunicaciones y el transporte enlaza cada vez más 

íntimamente a las economías y las sociedades; sociedades nacionales, regiones y muni-

cipalidades sienten cada vez más el impacto de decisiones tomadas con frecuencia en 

lugares muy distantes; un sinnúmero de problemas ambientales son a priori de naturaleza 

global y por lo tanto solo pueden resolverse mediante la acción conjunta por encima de 

las fronteras nacionales (Messner, 1999, p. 73).

En ese contexto, la gobernanza global surge como un sistema, basado en la co-

operación internacional, que en el sistema internacional articula actores estatales y 

no estatales, como organizaciones internacionales, la sociedad civil global, empresas 

transnacionales, medios de comunicación y comunidades epistémicas, con la finalidad 

de dar solución a determinados problemas globales a través del fortalecimiento de los 

regímenes internacionales y de la ejecución de programas y estrategias específicas que los 

desarrollen. En efecto, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) 

–utilizando el término governance, en francés gouvernance– se refiere al concepto de 

gobernanza local, nacional y global como el marco de reglas, instituciones y prácticas 

que establecen límites y dan incentivos para el comportamiento de individuos, organi-

zaciones y empresas (PNUD, 1999, p. 8).
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Es claro que la globalización ha acarreado un creciente reconocimiento de campos 

donde los impactos son globales, en los cuales se requiere una acción colectiva global, 

y los sistemas de gobernanza global son esenciales (Stiglitz, 2002, p. 279), lo que quie-

re decir que ante los crecientes retos de la globalización la GG resulta absolutamente 

necesaria para contrarrestar escenarios que afecten a la humanidad (Nuscheler, citado 

por Dussel, 2001, p. 118). En efecto, la gobernanza global se concibe como una nece-

sidad imperiosa y una visión realista basada en la cooperación entre actores privados 

y públicos para la regulación política de los incontrolables efectos de la globalización 

(Dussel, 2001, p. 118).

Según James Rosenau (2007), existen ocho tipos de grupos de actores que intervie-

nen en el sistema de gobernanza global: En primer lugar, 1) los gobiernos nacionales 

y locales que se encuentran en la estructura jerárquica formalmente adoptada en sus 

Constituciones; 2) las Corporaciones Transnacionales (CTN) en beneficio del sector 

privado, jerárquica y formalmente estructuradas a través de sus documentos de crea-

ción; 3) Organizaciones Internacionales Gubernamentales (OIG) creadas a partir de 

Tratados y Acuerdos Internacionales; 4) Organizaciones no Gubernamentales (ONG) 

nacionales y locales; 5) Organizaciones no Gubernamentales Internacionales o Transna-

cionales (ONGI), estructuradas formalmente como organizaciones , o de manera infor-

mal como movimientos sociales; 6) mercados, con estructuras, formales e informales, 

entre compradores y vendedores, productores y consumidores; 7) los grupos élite y; 8) 

los medios masivos de comunicación, que forman brevemente respuestas específicas 

estables a temas que disuelven (p. 80).

En conclusión, la gobernabilidad global supone un sistema de actores mixto (Leis – 

Viola, 2003, p. 40), es decir actores estatales (o institucionales), y actores no estatales 

(no institucionales), quienes están llamados a cooperar entre sí en todos los ámbitos de 

gestión y en los diferentes niveles (Nuscheler, Krotz, Nusser y Rottländer, 1997, pp. 8-9). 

A nivel local, la gobernanza representa una nueva filosofía de la acción de gobierno por 

la cual la gobernabilidad se asegura a través de una mayor participación de la sociedad 

civil en una relación horizontal entre instituciones del gobierno y organizaciones como 

sindicatos, grupos vecinales, asociaciones civiles, organizaciones no gubernamentales, 

movimientos sociales, asociaciones profesionales, empresas privadas, etcétera (Piñeiro, 

2004, p.11).

Regímenes internacionales y gobernanza global ambiental
Las relaciones de interdependencia ocurren dentro de redes de reglas, normas y pro-

cedimientos que regulan los comportamientos y controlan sus efectos. Por ello, al crear 

o aceptar procedimientos, normas o instituciones para ciertas clases de actividades, los 

gobiernos regulan y controlan las relaciones transnacionales e interestatales. A estos 
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acuerdos intergubernamentales se denominan regímenes internacionales (Keohane-

Nye, 1988, p. 18).

Sin embargo, un amplio sector de la doctrina (Hasenclever, Mayer y Rittberger, 

1997, p. 9; y Porter y Welsh Brown, 1996, p. 16) considera que el concepto de régimen 

internacional ha estado definido en dos muy diferentes sentidos. De acuerdo con la 

primera definición, los regímenes son el conjunto de principios implícitos o explícitos, 

normas, reglas, y procedimientos de toma de decisiones en torno a las expectativas de 

los actores que convergen en una determinada área de las relaciones internacionales.

Esta definición es demasiado amplia y ha sido fuertemente criticada en razón a 

que puede ser aplicada a un extenso rango de acontecimientos internacionales –desde 

la coordinación de las relaciones monetarias, hasta las cuestiones de seguridad de las 

superpotencias–, incluyendo situaciones que no necesariamente afecten la estabilidad 

en las relaciones de la comunidad internacional (Porter y Welsh Brown, 1996, p. 16). 

De otro lado, si bien pueden existir normas o reglas internacionales de comportamiento 

de los gobiernos internacionales por fuera de tratados internacionales, en materia 

ambiental global es muy difícil identificarlas.

En cuanto a la segunda definición de Régimen, se entiende como un sistema de nor-

mas y reglas que están especificadas en acuerdos multilaterales celebrados entre varios 

Estados para regular acciones nacionales sobre un tema específico o sobre un conjunto de 

asuntos interrelacionados. Muchos regímenes adquieren carácter vinculante o toman la 

forma de instrumentos normativos que contienen normas políticas y morales (pp. 16-17). 

Los regímenes internacionales se han convertido en importantes instrumentos de 

regulación de problemas transfronterizos, y en un nuevo centro de gravedad en la teoría 

de las relaciones internacionales. En estos, los Estados se ponen de acuerdo sobre regla-

mentaciones obligatorias y duraderas en virtud de intereses o de metas comunes, pero 

sobre todo a causa de la presión de los problemas que no es posible superar mediante 

la acción estatal individual (Messner 2001, p. 60). En consecuencia, los regímenes 

internacionales se erigen como uno de los componentes esenciales del sistema de go-

bernanza global, bien, porque traduce –convierte– la voluntad de cooperar en disposi-

ciones normativas obligatorias (p.63), o bien, porque ni las corporaciones económicas, 

ni los Estados o las ONG pueden excluirse del funcionamiento de los sistemas de reglas 

acordados o de regímenes existentes (Leis-Viola, 2003, p. 40). 

Uno de los desafíos globales contemporáneos es el Medio Ambiente, asunto en el cual, 

conjuntamente con los debates en el escenario internacional, ha ocurrido un enorme creci-

miento en el número y el alcance de instituciones, leyes y tratados que regulan el ambiente 

junto con el desarrollo de complejas alianzas internacionales de movimientos y orga-

nizaciones ambientales (Held, 2002, p. 465). Así, en el Régimen ambiental, pueden 
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identificarse las distintas clases de normas que componen los regímenes internacionales, 

tanto las jurídicas como las políticas y morales. 

Al respecto, conviene señalar que el proceso internacional de formación de la norma, 

basado en la coordinación de los intereses de los Estados, y en el que juegan un papel 

decisivo dos elementos: la intetio iuris y la voluntas iuris de los Estados, conduce a la 

elaboración de instrumentos internacionales con forma jurídica (como los tratados) y 

no jurídica (como las Resoluciones de la AGNU), dependiendo de los términos de la nego-

ciación y el carácter de la norma que decidan adoptar. En efecto, la clase de instrumento 

jurídico más común del régimen internacional es el Tratado, el cual desde el punto de vista 

teórico de la formación de las normas del derecho internacional, constituye la fuente del 

DIP por excelencia junto con el derecho internacional consuetudinario (Terz, 2001, p. 

140)5. Por ello, en materia de DIP el consenso de los Estados es la condición necesaria 

para el cumplimiento de los tratados o acuerdos, expresado en la intención concordante 

(intentio) o bien en la voluntad jurídica (voluntas iuris).

En ese contexto, en el régimen ambiental existen códigos y directrices de conducta 

que influencian y orientan el comportamiento de los Estados, los cuales son conside-

rados parte del régimen, a pesar de que carecen de la misma efectividad y coercitividad 

de los instrumentos jurídicos vinculantes (Porter y Welsh Brown, 1996, p. 17). En efecto, 

los acuerdos políticos contienen normas políticas y morales que reflejan el consensus 

opinionis politicae generalis y el consensus opinionis moralis generalis. Las normas 

políticas y morales se crean cuando aún no ha madurado el tiempo para la formación 

de normas de derecho internacional, por ello se dice que ellas pueden ser precursoras de 

las normas de derecho, o bien sobre la base de documentos políticos pueden surgir tra-

tados de derecho internacional. Al ser normas creadas por voluntariedad y reciprocidad, 

sustentadas en el principio de buena fe –y no en el pacta sunt servanda– los Estados 

deben orientar su conducta de acuerdo a estas, pues su obligatoriedad es de carácter 

político moral, no jurídico. En ese sentido, se derivan responsabilidades políticas que de 

incumplirse darían lugar a sanciones de carácter político (congelamiento de relaciones 

5 Terz (2001) sostiene que los juristas del derecho internacional, tanto europeos occidentales 
como europeos orientales, diferencian entre fuentes materiales y fuentes formales del Derecho 
Internacional, siendo estas últimas las verdaderas fuentes jurídicas del Derecho Internacional. En 
esa medida, entre los juristas y estudiosos del DIP hay divergencias frente al número de fuentes 
del derecho internacional. Hay quienes plantean 5: el tratado de derecho internacional, el DIP 
consuetudinario, y los principios jurídicos fundamentales (G. Kaplan, Ch. Rosseau, M. Ganim). 
Otros, como Tunkin, agregan a las anteriores las resoluciones de organizaciones internacionales, 
especialmente referentes a problemas de presupuesto interno, que tienen carácter obligatorio. 
Por último, asegura Terz, los juristas de países en desarrollo (M. Boss, H. Zalmai, Garreau, Juillard, 
Flory) han adicionado las resoluciones o recomendaciones como fuente del Derecho Internacional, 
una especie de soft law (pp. 138-140).
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políticas y económicas, no celebración de tratados previstos, entre otras) que son más 

bien discrecionales puesto que en el sistema internacional no hay una instancia a la que 

se pueda acudir para hacer cumplir dichas sanciones (Terz, 2001, pp. 111-128).

Por otra parte, otro sector de la doctrina ha querido encasillar las normas políticas 

y morales del Derecho Internacional bajo el concepto de Soft Law –que incorpora 

también los códigos de conducta (como los de las empresas transnacionales), algunas 

declaraciones de la UNESCO, tratados internacionales que aún no entran en vigor, la 

jurisprudencia de la CIJ, y las decisiones de los tribunales de arbitraje internacional– 

en una especie de zona gris o estadio intermedio de la formación del derecho, desde el 

cual surgen determinadas obligaciones jurídicas para los Estados. (Schreuer, 1983, 

p. 80). Esta tesis, sin embargo, ha tenido un gran rechazo, y en ese sentido, tratadistas 

como el francés P. Weil, (1982, pp. 5-47) y Seidl-Hohenveldern (1986), han salido en 

defensa de la normatividad del DIP, manifestando que el derecho es obligatorio, de lo 

contrario no sería derecho (p. 67).

Así, toda una multiplicidad de tratados y demás instrumentos jurídicos y políticos que 

han sido suscritos de manera multilateral por diversos Estados en torno a la protección 

del medio ambiente integran el régimen internacional ambiental. Desde la protección de 

las especies marinas hasta el calentamiento global, que incluye además la protección 

a la biodiversidad, hidrocarburos, sustancias peligrosas, contaminación atmosférica, 

protección de la capa de ozono, y por supuesto, los humedales, han sido objeto de 

regulación, entre otros temas, a lo largo de la historia en la comunidad internacional 

(Ariffin, 2007, pp. 205-207).

Por último, vale señalar que desde Estocolmo 1972, pasando por Río 1992 hasta el 

presente, la agenda de los problemas ambientales siempre ha sido colocada en un contex-

to de gobernabilidad global. En las últimas décadas hubo cambios significativos con 

relación al papel de los diferentes actores, y a las características de los regímenes 

asociados a los diversos problemas ambientales, pues lo que realmente interesa es que 

un determinado régimen pueda atender a la resolución del problema ambiental al cual 

está vinculado, para lo cual es determinante establecer la alternativa más viable, que 

contribuya mejor a una participación positiva de los diversos actores (Leis-Viola, 2003, 

pp. 39-40). 

Así pues, en un régimen ambiental interesa es el establecimiento de reglas de ac-

ción realistas que permitan una negociación progresiva y un accionar conjunto entre 

los diversos actores en la búsqueda del objetivo común (pp. 39-40). Su funcionamiento 

depende de su cumplimiento a nivel interno en los Estados que hacen parte de ellos, 

puesto que se requiere respuestas políticas en diferentes esferas de acción, toda vez que 

las medidas de protección del medio ambiente que son convenidas internacionalmente, 

deben ser trasladadas al plano nacional y ejecutarse localmente (Messner, 2001, p.63).
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La degradación ambiental contemporánea: relación local-global
La dimensión ambiental de la globalización se manifiesta a través de la denominada 

degradación ambiental, concebida como un proceso histórico y entendida como la trans-

formación de ecosistemas completos o de componentes de esos ecosistemas cuyas con-

secuencias, no importa si los actores humanos las reconocen o no, tienen repercusiones 

adversas sobre las condiciones económicas o demográficas de la vida, sobre la salud de 

los seres humanos, o ambas (Held y otros, 2002, p. 466). 

Los seres humanos siempre son la causa activa de la existencia de la degradación 

ambiental y sus consecuencias (Hannigan, 1995, citado por Held y otros, 2002, p. 466). 

El ser humano a lo largo de la historia ha sacrificado la naturaleza y ha intensificado 

el daño ambiental para lograr desarrollar los procesos sociales y económicos que han 

determinado su evolución. Por ello, la degradación ambiental no es nada nuevo, por 

el contrario, se ha producido a la par con el desarrollo del hombre y ha existido desde 

siempre. Aunque inicialmente pudo haber tenido la condición de local, o a lo mucho 

regional, ya a finales del Siglo xx trasciende plenamente a la esfera global.

En materia de degradación ambiental se destacan aquellos problemas relacionados 

con la afectación de bienes públicos globales, que por su naturaleza son de uso común. 

A esta clase pertenecen por ejemplo, el sistema climático y la atmósfera, recursos esen-

ciales para la vida que abarcan y exceden a todos y cada uno de los Estados y sociedades 

(Held y otros, 2002, p. 468). También podrían considerarse aquí los sistemas hidroló-

gicos globales, todo el ambiente marino, y la biodiversidad, y en general, los espacios y 

especies más vulnerables (Brotóns, 1997, p. 1134). Por tratarse de bienes compartidos 

por todos, su afectación acarrea consecuencias para toda la comunidad internacional. 

Así, el hecho de que en una determinada zona del planeta se esté produciendo altí-

simos niveles de contaminación a causa de las industrias del lugar, no quiere decir que 

vaya a generar un problema exclusivamente local, puesto que esta situación destruye 

directamente la capa de ozono, alterando la situación de la atmósfera en su totalidad, 

puesto ya que, por su carácter global, no se pueden fragmentar las consecuencias am-

bientales a la parte que produce el daño, lo cual implica que un problema de degradación 

local repercute en un problema ambiental global. 

Por otra parte, los problemas ambientales tienen una dimensión demográfica, debido 

a que si todo lo demás es igual, un mayor número de personas significan una contami-

nación y un consumo de recursos mayores (Held y otros, 2002, p. 469). La explosión 

demográfica, que se da generalmente en los países en vía de desarrollo, trae consigo 

la desertización y deterioro del suelo, escasez de agua potable, problemas de migración 

y extinción de la biodiversidad. En efecto, el gasto desmedido de fuentes renovables 

(alimentos, tierras, suelo, agua, bosques, especies y servicios del ecosistema), el agota-

miento de materiales no renovables (combustibles fósiles: petróleo, gas natural y carbón; 

y materiales) y la saturación de los sumideros, está relacionado con la satisfacción de 
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las necesidades físicas, ambientales y sociales de la población en el mundo (Meadows, 

Randers, Meadows, 2004, pp. 111-212).

Ahora bien, los problemas relacionados con la extinción de especies en flora y fauna 

(biodiversidad), confinadas a un área específica y determinada ya sea en un país o en 

varios, podrían ser pensados inicialmente como locales. La cuestión es que según el 

Preámbulo del Convenio de Diversidad Biológica y la Unesco, la biodiversidad misma 

es reconocida como patrimonio común de la humanidad, y los niveles de utilización de 

los recursos y las amenazas para la biodiversidad parecen estar llegando a una inten-

sidad única, y adquieren por tanto una mayor dimensión global (Held y otros 2002, 

pp. 477-478). De hecho, la extinción de biodiversidad está asociada a la destrucción del 

hábitat de las especies, principalmente los bosques tropicales, los arrecifes coralinos y 

los humedales. Ciertamente, los humedales son lugares de intensa actividad biológica, 

incluida la cría de muchas especies de peces y, pese a que tan solo un 6% de la superficie 

de la tierra está –o estaba– cubierto por humedales, alrededor de la mitad se han perdido 

por causa de la actividad del hombre: dragado, terraplenado, drenaje, canalización y 

contaminación (Meadows y otros 2004, pp. 160-161).

El consumo excesivo de recursos a nivel mundial se combina con la primera cate-

goría estudiada, toda vez que cuando se trata de los recursos de los bienes globales, su 

renovabilidad es bastante limitada (Messner, 2001, p.55). Así, por ejemplo, el calenta-

miento global es producido por la exagerada emisión de gases con efecto invernadero 

(GEI) que se acumulan en la atmósfera terrestre, impidiendo la salida de calor y luz solar; 

a su vez, el uso del automóvil y el empleo desmedido de la energía han contribuido a la 

magnificación del problema.

En conclusión, el fenómeno de la globalización hace concebir al mundo como una 

aldea global, donde se llevan a cabo complejas relaciones de interdependencia ecoló-

gica que van desde lo local a lo global. Aunque no cualquier acción implica los mismos 

efectos a escala global, la globalización permite, precisamente, que un hecho pueda 

tener grandes o pequeños efectos, independientemente de sus limitaciones de origen 

(Leis-Viola, 2003, p. 37). Así, al plantear que todo el sistema se puede considerar un 

solo ecosistema correlacionado y recordando la hipótesis Gaia, la degradación ambien-

tal puede desarrollarse en recursos y ecosistemas muy localizados, acarrear efectos en 

cadena y generar repercusiones ambientales al otro lado del mundo.

Gobernanza global ambiental (GGA) y régimen internacional 
ambiental

Organizaciones internacionales
En el entramado de las organizaciones internacionales interestatales que conforman 

la gobernanza global ambiental, se destacan como elementos del sistema de la ONU el 
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Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), la Comisión sobre 

el Desarrollo Sostenible, la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la 

Alimentación (FAO), Organización Marítima Internacional (OMI), Organización de las 

Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Agricultura (Unesco), el Organismo 

Internacional de Energía Atómica (OIEA) y la Comisión Marco de las Naciones Unidas 

sobre Cambio Climático, las cuales han venido trabajando en cada uno de sus campos.

No obstante, el papel que desempeña la ONU y sus organismos especializados parece 

ser cada vez más irrelevante para enfrentar los mayores desafíos de estos tiempos, dentro 

de los que se encuentran la degradación ambiental, los recurrentes desastres naturales, 

el incremento de migraciones internacionales, el desempleo, estados fallidos, guerras 

civiles y el terrorismo internacional. Si bien sus organismos aún participan del orden 

internacional promoviendo principios y valores universales, el apego al DIP y a la luz 

de los problemas socioeconómicos mundiales, su contribución es mínima respecto a las 

necesidades urgentes del mundo actual. Por ello, la mayoría de los gobiernos han tenido 

que buscar en otras organizaciones los recursos para asumir las tareas originalmente 

asignadas a la ONU, lo que termina por acrecentar su crisis (De Senarclens, 2007, 

pp. 25-26). 

En efecto, lamentablemente el gran problema de la estructura del sistema de GGA 

son las OI. Al parecer, se han convertido en comunidades epistémicas: científicos –como 

el IPCC– que realizan importantes informes sobre el medio ambiente instando a su 

protección. Sin embargo, y como ha podido observarse en las reuniones de la COP de 

la Convención de Cambio Climático, la labor de las agencias de la ONU no ha sido del 

todo exitosa, toda vez que se han logrado acuerdos políticos más no jurídicos o vincu-

lantes, lo que deja prácticamente a la buena voluntad de los Estados su cumplimiento.

Si bien las normas políticas y morales deben ser respetadas en el sentido de que los 

Estados deben orientar su conducta de conformidad con ellas, y su incumplimiento 

generaría sanciones de carácter político (Terz, 2001, pp.115-128), a falta de una auto-

ridad ambiental a nivel global –o en su defecto de países industrializados dispuestos a 

liderar este tipo de procedimientos– su cumplimiento seguirá dependiendo de la buena 

voluntad de los Estados. Además, el problema más grave radica en que la conservación 

del ambiente aún no ha sido asumida como un reto o desafío global para muchos de los 

Gobiernos actuales, a diferencia del terrorismo o el narcotráfico, y en esa medida resulta 

muy poco probable que la protección al medio ambiente prevalezca sobre el “desarrollo 

económico” de los Estados, ya que asumir compromisos mayores de protección ambiental 

implicaría necesariamente limitar el crecimiento industrial a través de regulaciones más 

severas y el establecimiento de sanciones.
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Actores no estatales
El movimiento ambientalista –que hace parte de los denominados por Mary Kaldor 

“nuevos movimientos sociales” – surge hacia la década de los cincuenta, cuando a nivel 

global se empezó a adquirir una mayor conciencia sobre la necesidad de preservar el 

planeta. Inicialmente, se centraba fuertemente en la reducción de la contaminación y 

en la protección de las reservas de recursos naturales tales como agua y aire, pero las 

preocupaciones medio ambientales se fueron ampliando, incluyendo conceptos como 

la sostenibilidad, el agujero de la capa de ozono, el cambio climático, la lluvia ácida, 

entre otros.

El Club de Roma, un grupo internacional informal de destacados empresarios, 

políticos, científicos, artistas y en general, personalidades reconocidas a nivel mundial, 

que aparecieron en la época de los setenta, promovió y patrocinó la publicación en 1972 

de un informe científico llamado “Los límites del Crecimiento”, publicación que fue 

actualizada treinta años después, en el 2002, en la cual los científicos ratifican la gran 

huella ecológica que se está generando por el crecimiento exponencial tanto de la población 

como el industrial, lo que de no corregirse en tiempo, traería consecuencias nefastas e 

irreversibles para la humanidad (Meadows y otros, 2004).

Los movimientos ambientales han alcanzado ciertos logros y han tenido impactos 

más o menos significativos en los últimos años en América Latina. Cabe destacar la 

gestión del movimiento indígena de Chiapas, México, los “Sin Tierra” en Brasil, y las 

Ecofeministas –que aparecieron en los años noventa como un sector del movimiento 

feminista–, los ambientales urbanos, orientados a la mejoría de los servicios públicos, 

y en general de la calidad de vida de las comunidades (Santana, 2005, pp. 10-13).

En razón a que estos nuevos movimientos sociales basan su accionar en uso de las TIC 

(tecnologías de la información y la comunicación) y los medios masivos de comunicación, 

se les facilita la conformación de redes, trascendiendo fronteras locales y nacionales, 

lo que ha permitido integrar la sociedad civil y elevarla al nivel global a través de su 

participación alrededor del mundo en campañas y eventos promovidos por diferentes 

ONGI, lo que ha sido determinante para lograr acaparar la atención de otros sectores en 

relación con temas ambientales específicos. 

De otra parte, la emergencia global ambiental ha propiciado el surgimiento de 

organizaciones no gubernamentales (ONG) como la mayor de las nuevas fuerzas en la 

formulación de políticas ambientales (Porter y Welsh Brown, 1996, p. 50). En efecto, 

las ONG ambientalistas actuales están capacitadas para proveer recursos humanos y 

técnicos altamente calificados para estudiar las problemáticas ambientales y ofrecer 

alternativas de solución (De Senarclens, 2007, p. 30). Así, en la escena internacional se 

destacan WWF, Greenpeace, el Centro Internacional de Enlace Ambiental y Earthaction, 
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esta última creada en la Cumbre de Río en 1992, siendo la red de acción mundial más ex-

tensa del planeta.

Por tanto, los movimientos sociales ambientalistas y de las ONG y ONGI han sido 

actores clave de las grandes conquistas ambientales que se han dado en la historia reciente. 

Es en este sector en el que se puede establecer indirectamente la gobernanza multinivel, 

puesto que las ONG y fundaciones locales y nacionales se integran a las redes sociales y 

de ahí surge una relación de apoyo entre estas y las de carácter internacional: interac-

túan, coordinan misiones internacionales, participan de eventos locales y de trabajo social 

con las comunidades, recogen firmas para presionar a los gobiernos y hacen denuncias 

públicas, especialmente a través de la Internet.

Finalmente, los nuevos movimientos sociales se han preocupado, a diferencia de 

los antiguos, por capacitarse y prepararse desde la academia y la investigación, de tal 

forma que pueden trabajar articuladamente con organizaciones internacionales, con 

entidades nacionales y locales (multinivel) con trabajos de investigación cualificados 

que integran estudios multidisciplinarios –no solo ambientales, sino también sociales, 

culturales y económicos–. 

El sector privado
Históricamente el progreso económico y el desarrollo industrial se han producido a 

costa de la degradación del medio ambiente, situación que ha sido intensificada por la 

globalización. Desde el punto de vista económico, el mercado se ha vuelto transnacional 

y por ello, en el marco del nuevo paradigma de producción transnacional, las empresas 

terminan cayendo bajo el influjo de las posibilidades globales y de la competencia glo-

bal (Beck, 2005, p. 150). Lo que en otras palabras significa, que desde una perspectiva 

ambiental, la explotación de los recursos naturales renovables como no renovables se 

ha incrementado también para permitir una producción industrial en crecimiento y 

ajustada a las exigencias globales de competitividad.

En consecuencia, tanto las economías preindustriales (agrarias e industriales) como 

posindustriales (de servicios) requieren una base agrícola e industrial, en la que se 

aprovechan las fuentes de la tierra y se retornan los residuos a los sumideros, haciendo 

tanto daño a la naturaleza al inicio del ciclo como al final, lo que implica el aumento de 

la huella ecológica de la humanidad, referida esta a la relación entre las demandas de la 

humanidad con respecto al planeta y la capacidad del globo para satisfacerlas (Meadows 

y otros, 2004, pp. 45, 91-97).

Finalmente, pese a que recientemente se ha venido hablando de responsabilidad 

ambiental de las empresas y algunas industrias han empezado a hacer su contribución al 

medio ambiente, como la industria automotriz, los esfuerzos individuales no bastan 

para menguar la crisis ambiental que se avecina. Es necesario que el sector privado se 
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involucre más en el proceso de gobernanza, generando respuestas positivas en todos 

los niveles e interactuando con los demás actores.

Medios de comunicación
Los medios masivos de comunicación juegan un papel estratégico en la arquitectura 

de la GGA, ya que son ellos quienes precisamente tienen la tarea de proporcionar in-

formación a toda la comunidad internacional sobre los diferentes eventos relacionados 

con el medio ambiente.

Las nuevas tecnologías de información, apuntan hacia una gobernanza urbana electróni-

ca que amplía las posibilidades de participación de los ciudadanos en la toma de decisiones 

política (Frey, 2005, p. 109). En efecto, el uso de estas nuevas tecnologías de información 

y principalmente de Internet ha sido fundamental, toda vez que este medio permite 

establecer vínculos con los procesos globales, interconectando conflictos y adversarios 

locales. Múltiples causas y conflictos locales se interconectan, se coordinan y se poten-

cian en escenarios globales. Además, Internet es considerada una herramienta para la 

acción colectiva, que aumenta las capacidades operativas de individuos, grupos, redes 

y movimientos sociales, puesto que las plataformas electrónicas configuran hoy día 

nuevas formas de organización y asociatividad, y favorecen el reclutamiento de apoyos 

y la difusión de las ideas (Araya, 2001, p. 154).

A partir de la década de los noventa, Internet y el correo electrónico se han conver-

tido en herramientas esenciales para la organización. A través del correo electrónico 

circulan peticiones, las redes se sostienen mediante listas de correo y las páginas web 

movilizan las manifestaciones globales. Son herramientas consideradas relevantes para 

todas las categorías de actores (Kaldor, 2005, p. 140). Actualmente habría que agregar 

aquí a las redes sociales virtuales.

De otra parte, a nivel internacional desde hace aproximadamente treinta años, se ha 

venido desarrollando una corriente del periodismo denominada periodismo ambiental, 

encargada del tratamiento a través de los medios masivos de comunicación de los temas 

relacionados con el medio ambiente. Por ello, los periodistas ambientalistas consideran 

los efectos de la actividad humana, desde la ciencia y la tecnología en particular, sobre 

el planeta y la humanidad (Redcalc, 2009).

Así mismo, se han creado diversas organizaciones de periodistas ambientales, que 

no solo han buscado la agrupación como gremio, algo tradicional entre colegas de una 

misma rama laboral, sino defenderse ante los desafíos específicos de esta actividad. 

Ejemplos de ellas son: la Journalistes-ecrivains pour la nature et l’ecologie (JNE), 

surgida en Francia en 1969; y la Society of Environmental Journalists (SEJ) de Estados 

Unidos, creada en 1990, que en la actualidad, cuenta con más de mil miembros, siendo 

la mayor asociación de este género (Redcalc, 2009), y en 1993 en Dresden, Alemania, 
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se creó la Federación Internacional de Periodistas ambientales (IFEJ, por su sigla en 

inglés), cuya misión es mejorar la comprensión pública acerca del medio ambiente 

y los temas mundiales de desarrollo sostenible, mediante el apoyo a periodistas 

ambientales a través de la creación de redes, proporcionando a los periodistas el libre 

acceso a la información (Ifej.org).

Instrumentos normativos del Régimen internacional del medio 
ambiente
El régimen internacional del medio ambiente cumple una función esencial en la ar-

quitectura de la gobernanza global, puesto que constituye el entramado normativo 

que permite sean entretejidas las relaciones entre los diferentes actores del sistema 

internacional y regula sus conductas con miras a solucionar los problemas ambien-

tales globales contemporáneos o a mitigar sus efectos. Así, el régimen internacional 

del medio ambiente está integrado no solo por los instrumentos jurídicos propios del 

DIP –como tratados, acuerdos, convenios, protocolos– sino también por instrumentos 

políticos –declaraciones que, en la práctica, son resoluciones de la AGNU y demás– que 

regulan cada una de las áreas del medio ambiente que históricamente han requerido 

atención por parte de la comunidad internacional. 

La década de los setenta, influenciada por las denuncias hechas por los movimien-

tos ecologistas de la época y la presión internacional, marcó el surgimiento del nuevo 

DIP del medio ambiente, el cual inspirado en los principios de prevención, reducción y 

control de la contaminación, tiene como objeto preservar la biosfera y sus ecosistemas 

del deterioro y desequilibrios causados por la acción del hombre, utilizando como he-

rramienta la cooperación internacional (Brotóns, 1997, pp. 1125-1129). 

Como principales instrumentos normativos vinculantes y no vinculantes se destacan: 

la Convención Relativa a los Humedales de Importancia Internacional especialmente 

como Hábitat de Aves Acuáticas, más conocida como Convención Ramsar, firmada en 

Ramsar, Irán, el 02 de Febrero de 1997; la Declaración de las Naciones Unidas sobre 

Medio Ambiente Humano, resultado de la Conferencia sobre Medio Ambiente, cele-

brada en Estocolmo en 1972; la Declaración sobre Medio Ambiente y Desarrollo, la 

Agenda 21, el Convenio sobre Diversidad Biológica y la Convención Marco de las NU 

sobre Cambio Climático, que posteriormente generó en el Protocolo de Kyoto en 1997, 

que se gestaron en la Cumbre de la Tierra, llevada a cabo en Río de Janeiro en 1992; y el 

Acuerdo de Copenhague de 2009. Los tres últimos encarnan la lucha contra el calen-

tamiento global, un problema ambiental que representa con gran claridad la magnitud 

de los problemas contemporáneos por la afectación a bienes comunes globales, y que 

además ha generado todo un proceso caracterizado por las presiones de los diferentes ac-

tores, especialmente de la sociedad civil.
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La Convención Ramsar: protección de humedales de importancia 
internacional
La Convención de Ramsar (1971) se adoptó con la finalidad de proteger y conservar 

los ecosistemas de humedales en todo el mundo, en especial aquellos esenciales para las 

aves acuáticas en sus procesos de migración. Dicha convención puede considerarse 

históricamente como el primer tratado ambiental con mayor acogida en la comunidad 

internacional, puesto que, hasta ese entonces, la mayoría de los tratados en función de 

proteger el medio ambiente, eran más bilaterales –atendiendo a cuestiones fronteri-

zas– o en algunos casos regionales. No se había producido incluso la Declaración de 

Estocolmo, de 1972.

La Convención entraña una serie de obligaciones para los Estados Parte, enfocadas 

a la conservación y preservación de los humedales existentes en sus territorios –sean 

o no de importancia internacional–, bajo la aplicación del principio de Uso Racional, 

puesto que la filosofía de Ramsar gira en torno a dicho principio, definido como el 

mantenimiento de las características ecológicas de los humedales, logrado mediante 

la implementación de enfoques por ecosistemas, dentro del contexto del desarrollo 

sostenible. Por consiguiente, la conservación de los humedales, así como su uso sos-

tenible y el de sus recursos, se hallan en el centro del “uso racional” en beneficio de la 

humanidad” (Ramsar, 2010a). 

Para su funcionamiento la Convención Ramsar cuenta con un sistema integrado 

por la Conferencia de las Partes, el Comité Permanente, la Secretaría, y el Grupo de 

Examen Científico y Técnico. Así mismo, Ramsar cuenta con un grupo de organizacio-

nes internacionales asociadas para trabajar en la consecución de sus fines, tales como: 

BirdLife International (antes CIPA), UICN,-Unión Mundial para la Naturaleza, IWMI-

Instituto Internacional para el Manejo del Agua, Wetlands International (antes IWRB, 

la Asian Wetlands Bureau y Humedales para las Américas), y WWF (Fondo Mundial 

para la Naturaleza), quienes participan regularmente como observadoras en todas las 

reuniones de la Conferencia de las Partes (en la COP10, estuvieron presentes como ob-

servadores 25 ONG internacionales y 130 ONG nacionales) y del Comité Permanente, 

y como miembros plenos del Grupo de Examen Científico y Técnico (Ramsar, 2010b).

Actualmente, 159 Estados hacen parte de Ramsar, con un total de 1886 humedales 

inscritos en la Lista Ramsar, que cubren una superficie de 185.156.612 hectáreas (Ram-

sar, 2010b). Colombia, que según con la Política Nacional de Humedales Interiores en 

Colombia cuenta con 20.252.500 hectáreas de estos ecosistemas, representados en lagos, 

pantanos y turberas, ciénagas, llanuras y bosques inundados, aprobó la Convención 

Ramsar en 1997, mediante la Ley 357/97, la cual entró en vigencia el 18 de octubre de 

1998 (Cancillería, 2009). A partir de allí, ha incluido en la lista de humedales de impor-

tancia internacional a cinco sitios: el Sistema Delta Estuarino del Río Magdalena-Ciénaga 
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grande de Santa Marta, la Laguna de la Cocha, el Delta del Río San Juan y el Delta del Río 

Baudó, el complejo de humedales Laguna del Otún, y el Sistema Lacustre de Chingaza.

Gobernanza ambiental en Colombia y protección de humedales
El sistema de gobernanza ambiental nacional enfocado en la protección de humedales, 

se estructura a partir de la interacción en los niveles nacional, regional y local de los 

diferentes actores estatales y no estatales, enmarcados en la normatividad nacional y 

regional, tales como la Constitución Política, el Código de Recursos Naturales y del Medio 

Ambiente, la Ley 357/97, las Resoluciones del MAVDT y los Acuerdos de las CAR, 

derivados a su vez del régimen internacional ambiental.

Marco normativo
Para empezar, la Constitución Política consagra la protección al medio ambiente, 

fundamentalmente en los artículos 79 y 80, bajo la denominación “De los Derechos 

Colectivos y del ambiente”. Estos preceptos constitucionales establecidos desde 1991 

por la Asamblea Nacional Constituyente, entrañan de un lado, el derecho que ostentan 

todos los asociados a habitar y disfrutar de un ambiente sano, que procure una adecuada 

calidad de vida; y de otro, los deberes y obligaciones del Estado en el sentido de prote-

ger la diversidad e integridad ambiental, conservar las áreas de especial importancia, 

preservar los recursos naturales, a través de una adecuada planificación en su manejo 

y aprovechamiento –garantizando un desarrollo sostenible–, prevenir y controlar las 

causas de degradación ambiental, al igual que imponer sanciones y exigir la reparación 

de los daños ocasionados al entorno. 

En esa medida, la relación de la Constitución con la protección a los humedales es 

total, puesto que el Estado, a través de sus instituciones y de las autoridades ambientales, 

es el encargado de conservar estos ecosistemas, así como de proteger la diversidad de 

las especies de fauna y flora existentes en los humedales nacionales, promoviendo un 

adecuado aprovechamiento de los recursos por parte de la comunidad en general, en el 

marco del desarrollo sostenible.

De igual forma, el Código de Recursos Naturales y del Medio Ambiente, integrado 

por el Decreto 2811/74 y la Ley 99/93, contienen un gran número de disposiciones 

relacionadas indirectamente con los humedales, puesto que el primero, regula todo 

lo concerniente a las aguas no marítimas (clases de aguas; el dominio de las aguas y sus 

cauces; concesiones; explotación y ocupación de cauces, playas y lechos; servidumbres; 

obras hidráulicas; uso, conservación y preservación de las aguas; recursos hidrobiológi-

cos de flora y fauna, entre otros.); y el segundo, los actores del sistema: MAVDT, CAR, 

Grandes Centros Urbanos, Instituto Alexander von Humboldt, e incluso las asociaciones 

de defensa ambiental.
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La Ley 357 de 1997, expedida por el Congreso de la República el 21 de enero de ese 

mismo año, corresponde a la ley aprobatoria de la Convención Ramsar. Mediante ella 

se reconoce la protección al medio ambiente como uno de los principios fundamentales 

recogidos en la Constitución Política, y por ende, señala que tareas como: el control al 

deterioro ambiental, la reparación de los daños causados al entorno, la salvaguardia de la 

diversidad e integridad del ambiente, el desarrollo sostenible de los recursos naturales, 

la conservación de las áreas de especial importancia ecológica y el impulso a programas 

educativos para el logro de estos fines, son del resorte del Estado colombiano. 

Establece además que la Convención representa un elemento esencial dentro de 

las políticas ambientales adoptadas por Colombia, en aras de impulsar una gestión 

ambiental sostenible, lo cual implica el cuidado, mantenimiento y recuperación de 

los sistemas hídricos nacionales y la preservación de ecosistemas estratégicos, como los 

humedales. Así mismo señala que es el Ministerio del Medio Ambiente quien tiene la 

función de promover las relaciones con otros países en asuntos ambientales y la coope-

ración multilateral para la protección de los recursos naturales, además de representar 

al Gobierno Nacional en la ejecución de Tratados y Convenios Internacionales sobre 

medio ambiente y recursos naturales renovables.

Otro instrumento normativo lo constituye la Política Nacional para Humedales 

Interiores en Colombia, expedida por el MAVDT en 2001, cuyos objetivos y acciones 

planteadas están encaminadas a promover el uso racional, la conservación y la recu-

peración de los humedales del país en los ámbitos nacional, regional y local (Minam-

biente, 2001), principios que coinciden con lo establecido en la Convención Ramsar y 

en posteriores reuniones de la COP.

En ese contexto, aparece la Resolución 157 de 2004, a través de la cual se reglamentan 

el uso sostenible, la conservación y el manejo de los humedales, y se desarrollan aspectos 

referidos a los mismos en aplicación de la Convención Ramsar. Esta Resolución, que 

regula cuestiones relacionadas con la delimitación, autoridades ambientales, cuidado y 

uso tanto de los humedales interiores y los de importancia internacional, se enmarca en 

normas ambientales propias del régimen internacional (tanto jurídicas como políticas) 

y en disposiciones legales internas preexistentes, como las contenidas en el Decreto 

2811/74. Así mismo, establece como autoridades ambientales en la protección de los 

ecosistemas de humedales a la Unidad Administrativa Especial del Sistema Nacional de 

Parques Naturales, las Corporaciones Autónomas Regionales, Corporaciones de Desarro-

llo Sostenible, los Grandes Centros Urbanos y las Autoridades ambientales Distritales, 

según su jurisdicción. Adiciona además que la autoridad facultada para la designación 

de sitios Ramsar ante la Convención es el Ministerio de Ambiente.

De igual forma, establece que para la delimitación de los ecosistemas de humedales 

se requiere determinar la línea de marea máxima y la del cauce permanente de estos, así 
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como las dimensiones y el acotamiento de su faja paralela, a que se refiere los artículos 

83 literal d) del Decreto Ley 2811 de 1974 y 14 del Decreto 1541 de 1978, es decir 30 

metros siguientes a la zona del humedal.

Finalmente, en virtud de la Resolución 157/04 –que establecía la expedición a los 

seis meses siguientes de una guía para la formulación de los planes de manejo– fue 

expedida por el MAVDT la Resolución 196/06 (Minambiente, 2006), cuyo objetivo 

fundamental es planificar las acciones encaminadas a la conservación y uso racional 

de los humedales del país. En efecto, esta Guía fue elaborada a partir de las Guías de 

Ramsar 1994; la Guía de Inventario de Ramsar viii 6 del 2002; los lineamientos para 

integrar la conservación y el uso racional de los humedales en el manejo de las cuencas 

hidrográficas (Manual núm. 4 de Ramsar); y los principios y lineamientos para incor-

porar las cuestiones concernientes a los humedales en el manejo integrado de las zonas 

costeras (Resoluciónviii.4).

Actores estatales y no estatales en la protección de humedales en Colombia
Con relación al MAVDT, es necesario señalar que ha diseñado y expedido la normatividad 

nacional sobre Humedales, integrada por la Política Nacional de Humedales Interiores 

en Colombia (2001), la Resolución 157/04 y la Resolución 196/06, y también ha rea-

lizado la designación de los cinco sitios Ramsar con que cuenta Colombia en el listado 

de importancia internacional. No obstante, desde el punto de vista formal, la gestión del 

MAVDT ha sido más bien lenta y deficiente. Al parecer la protección y conservación 

de los ecosistemas de humedales no ha sido una prioridad para la máxima autoridad 

ambiental, que pese a que su creación se produce en 1993, solo hasta el año 1997 consi-

guió que Colombia aprobara la Convención Ramsar (4 años después); a partir de allí se 

demoró cuatro años más en expedir la Política Nacional de Humedales; tres años después 

la Resolución 157, y dos años más en lo que debió haber expedido en seis meses: la Guía 

Técnica de los Planes de Manejo, es decir la Resolución 196/06.

Según el Informe Nacional sobre la Aplicación de la Convención de Ramsar pre-

sentado por Colombia en la última reunión de la Conferencia de las Partes, el MAVDT 

(2008, p. 8) señala que las principales dificultades en la aplicación de la Convención 

están relacionadas con la insuficiencia de recursos económicos y humanos para adelantar 

acciones de conservación, manejo y uso sostenible de los humedales en algunas regiones 

del país, así como para la definición y delimitación de zonas de protección de humeda-

les. Igualmente, ha dificultado la gestión las situaciones de orden público en diferentes 

zonas del país y la insuficiente articulación con otras políticas de gobierno y desarrollos 

normativos con los sectores de agricultura, minas y energía, transporte, entre otros. 

El MAVDT no cuenta con un inventario nacional de humedales completo; la limitada 

información que existe sobre humedales en Colombia no es accesible para cualquier 
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persona, pues no hay un sistema de información virtual que lo permita; ni siquiera los 

sitios Ramsar tienen elaborado y en ejecución sus respectivos Planes de Manejo, faltan 

el Complejo de Humedales Laguna del Otún y el Sistema Lacustre de Chingaza; no 

se ha evaluado la efectividad del manejo de los sitios Ramsar; el MAVDT no gestiona 

recursos a través de cooperación internacional para la aplicación de la Convención; no 

ha elaborado un plan nacional de comunicación, educación y concienciación del públi-

co; no supervisa el cumplimiento de la Convención; ha organizado solo tres cursos de 

capacitación y formación a los funcionarios de las autoridades ambientales regionales 

y locales, en 13 años; no promueve la aplicación del principio de uso racional con la 

empresa privada, entre otros (MAVDT, 2008).

De otra parte, el Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010 consagró en su capítulo V 

la revisión, actualización y adopción por parte del CONPES, de la Política Nacional de 

Humedales Interiores en Colombia, en aras de conservar y restaurar los humedales del 

país, lo cual no se llevó a cabo por parte del Gobierno Nacional anterior (DNP, 2006, 

p. 343). Así mismo, el MAVDT ha incumplido en la designación como sitio Ramsar de 

la “Estrella Fluvial del Inírida”, prevista para el año 2008 (MAVDT, 2008).

Continuando con la evaluación de otra autoridad, en respuesta al derecho de petición 

la Unidad Administrativa Especial de Parques Nacionales manifiesta que de las 55 Áreas 

Protegidas que integran el Sistema de Parques Nacionales Naturales de Colombia, se 

identificó algún tipo de cobertura equivalente a humedales en 34 de ellas, de las cuales 

33 tienen formulado el plan de manejo y en implementación y 30 están formalizados 

mediante resolución de adopción.

Por su parte, el Instituto Alexander von Humboldt (IAvH) representa lo que James 

Rosenau cataloga dentro de los procesos de gobernanza como la comunidad epistémi-

ca. Este Instituto tiene como misión promover, coordinar y realizar investigación que 

contribuya al conocimiento, la conservación y el uso sostenible de la biodiversidad como 

un factor de desarrollo y bienestar de la población colombiana (IAvH, 2009a). En esa 

medida, los principales aportes investigativos del IAvH con relación a los humedales, 

han redundado en la elaboración de las políticas ambientales del MAVDT, y en especial, 

sus intensivos estudios sobre los humedales del país, culminaron con la expedición de 

la Política para Humedales Interiores de Colombia en el 2001.

Actualmente, el Instituto Alexander von Humboldt se encuentra adelantando tres 

proyectos sobre humedales: 1) Ambientes acuáticos en la ecorregión del Orinoco: una 

estrategia para su conservación; 2) Caracterización biofísica, ecológica y sociocultural 

del complejo de humedales del Valle de Ubaté: Fúquene, Cucunubá y Palacio; y 3) 

Diagnóstico de la actividad artesanal en la Laguna de Fúquene con miras a un plan de 

manejo concertado y participativo(2009b), que incluyen a la comunidad de la zona y un 
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trabajo conjunto con la Fundación Humedales, lo que demuestra la interacción entre 

los actores en los procesos de gobernanza. 

Por último, con relación a la sociedad civil, vale destacar a la Fundación Humedales, 

la cual se ha dedicado a la planificación y gestión del manejo de áreas protegidas de 

diferente tipo. Así por ejemplo, en los últimos años, esta Fundación ha llevado a cabo 

proyectos en las zonas de humedales de Fúquene y Chingaza especialmente, con miras 

a fortalecer procesos de desarrollo local (artesanías y producción de compost) y con-

tribución a la conservación de las lagunas; conservación aves migratorias; ejecución y 

actualización de planes de manejo, conservación de la avifauna de la Laguna de Fúque-

ne, definir áreas prioritarias de conservación, dar lineamientos para planes de manejo; 

apoyar a los procesos de ordenación pesquera, etcétera (2009b).

Por su parte, WWF Colombia mediante alianzas estratégicas con organizaciones 

gubernamentales, no gubernamentales locales y de base, e instituciones mixtas –lo que 

representa ejemplos de procesos de gobernanza ambiental–, ha logrado importantes 

avances en favor de la riqueza natural del país. Tal es el caso de la declaración de la la-

guna de La Cocha (Nariño) como sitio Ramsar en el año 2001, iniciativa que surge de 

las comunidades de la zona con el apoyo de la organización de base Asociación para el 

Desarrollo Campesino (ADC), proceso al que posteriormente se incorporó WWF para 

apoyar con los estudios técnicos y científicos de rigor, asumiendo un rol de comunidad 

científica (WWF, 2009b). Así mismo, WWF estuvo apoyando la designación de la Laguna 

del Otún, y ha hecho estudios sobre la designación de sitios Ramsar en territorios de 

grupos étnicos en Colombia.

La Convención Ramsar y su aplicación en el Valle del Cauca
De conformidad con la Resolución 157/04 (art. 4), es la Corporación Autónoma Regio-

nal del Valle del Cauca (CVC) la autoridad ambiental regional encargada de garantizar 

la protección, conservación y uso racional de los humedales del Valle del Cauca que se 

encuentran en su jurisdicción6.

En efecto, en aras de procurar la protección de los ecosistemas de humedales en la 

región, la CVC emitió el 25 de septiembre de 2007, el Acuerdo No. 038, mediante el cual 

se declararon los humedales naturales del valle geográfico del Río Cauca como reservas 

de recursos naturales renovables, y se adoptaron otras determinaciones con relación 

6 Paradójicamente, a esta entidad se le atribuye un daño irreparable a los humedales de la región, 
ya que la construcción de la represa de la Salvajina a finales de la década de los setenta, bajo 
el propósito de generar energía eléctrica en la región, ocasionó la primera gran catástrofe en la 
historia de los humedales en el Valle del Cauca, toda vez que con el rompimiento del sistema río-
humedal se secaron miles de hectáreas de humedales naturales del departamento, ya que los 
ríos tuvieron que ser desviados de su cauce.
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a la participación de distintos actores en la elaboración y/o ejecución de los Planes de 

Manejo Ambiental. Así, haciendo uso de la figura de protección especial consagrada en 

el artículo 47 del Código de Recursos Naturales (2009, p. 38), el Acuerdo 038 arroja 

como resultado la declaración de un total de 46 humedales ubicados en el Valle Geográfico 

del Río Cauca como reservas de recursos naturales renovables, con el fin de adelantar 

en ellos programas tendientes a lograr su restauración, conservación y preservación.

Por otra parte, anterior a la expedición del Acuerdo 038, la Dirección Técnica ambien-

tal de la CVC había elaborado 14 planes de manejo en el año 2003 y 13 en el 2007, que en 

virtud de la Resolución 196/06 MAVDT deben ser actualizados. Lo anterior quiere decir 

que la CVC como autoridad ambiental competente está obligada a actualizar 27 planes 

de manejo correspondientes a los humedales de Guarinó, Guinea, Avispal, Higuerón, 

Platanares, Navarro, El Estero, Marañón, Timbique, Carambola, La Trozada, El Burro, 

La Marina, El Cocal, La Bolsa, Bocas de Tuluá, Madrigal, Videles, Chiquique, La Herra-

dura, Remolino, Gota e´ Leche, Cementerio, Laguna Alfa, Laguna de Sonso, Ciénaga San 

Antonio y Ciénaga Tiacuante. Sin embargo, dicha actualización no se ha podido llevar 

a cabo, puesto que la Corporación se encuentra sujeta a su Plan de Gestión Ambiental 

Regional 2002-2012 (PGAR), así como al Plan de Acción Trienal (PAT), y la actualización 

de estos planes implica la disposición de recursos económicos, técnicos y humanos que 

están por fuera de los Planes vigentes. A la fecha, según lo manifestado por Maria Isabel 

Salazar (entrevista 5 de marzo de 2010), de la Dirección Técnica ambiental de la CVC, 

solamente se ha actualizado el correspondiente al Humedal Remolino, en Roldanillo.

Los planes de manejo ambiental correspondientes a los humedales de Laguna de 

Sonso (Buga), Madrevieja Cedral (San Pedro), Yocambo (Yotoco), Pital y Mateo (Buga-

lagrande), Cabezón (Jamundí) y el Conchal (Buga), han sido formulados de conformi-

dad con los requerimientos consagrados en la Guía Técnica, es decir, en la Resolución 

196/06 MAVDT. 

Sin embargo, la elaboración de los Planes de Manejo no implica persé su ejecución. 

En consecuencia, a nivel del Valle del Cauca son aún menos los humedales cuyos planes 

de manejo se encuentran en ejecución: Badeal (Cartago), Herradura (La Unión), Tim-

bique (Palmira); Bocas de Tulúa, Madrigal, Cementerio (Tuluá); Cocal, Maizena, Gota 

e’Leche, Laguna de Sonso (Buga); Navarro, Estero (Cali), Alfa (Dagua) y algunos de los 

humedales de Buenaventura (Martínez, J. Entrevista agosto de 2009). Esta situación 

contrasta con los preceptos establecidos en la Convención de Ramsar, ya que la conser-

vación de los ecosistemas de humedales depende en gran medida del cumplimiento del 

principio de uso racional –derivado del principio de desarrollo sostenible–, y la forma de 

conseguirlo es bajo la implementación y ejecución de los planes de manejo formulados.

Ahora bien, en virtud de la declaratoria de inexequibilidad de la Ley 1152/07 por 

parte de la Corte Constitucional a través de la sentencia C-175 de 2009 –por conside-
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rar que se pretermitió el requisito de la consulta previa a las comunidades indígenas 

y afrodescendientes–, la competencia para llevar a cabo los procesos de deslinde de 

los humedales del país es reasumida por el incoder, por lo que la CVC devolvió todos los 

expedientes a esta entidad para la realización de esta importante tarea; así mismo, la 

CVC está apoyando al incoder con el suministro de toda la información requerida sobre 

humedales, puesto que esta última por su naturaleza, no conoce adecuadamente del tema. 

Aunque la CVC manifiesta que la cuestión del deslinde es eminentemente para definir 

propiedad, situación que no constituye impedimento alguno para la ejecución de los 

planes de manejo en los humedales del departamento (Palta, M. Entrevista agosto de 

2009), a la fecha no se ha realizado el deslinde de ningún humedal del Valle del Cauca. 

De otra parte, una de las metas que aparece consignada en el Acuerdo 038 es la 

designación como sitio Ramsar del Complejo de Humedales del Centro del Valle, para 

lo cual la CVC contaba con parte de los 1565,1 millones de pesos destinados en el presu-

puesto del PAT 2007-2009 para la conservación de los humedales lénticos priorizados 

del Valle del Cauca.

Esta iniciativa de presentar ante el Ministerio de Ambiente el complejo de la Laguna de 

Sonso para que fuera postulado ante la Convención para ser designado como humedal 

de importancia internacional, fue impulsada a raíz de las características ecológicas de este 

humedal, y por la gran cantidad de especies en flora y fauna que alberga. Pese a que el 

proceso estuvo suspendido durante el año pasado, toda vez que la Junta Directiva de la 

Corporación decidió no adoptar el Plan de Manejo de este humedal y se abstuvo de con-

tinuar con el trámite para la postulación de este ecosistema vallecaucano (2009), se 

reanudó y a finales de enero de 2010 se presentó ante el MAVDT toda la documentación 

(Salazar, M. Entrevista marzo de 2010).

Finalmente, otra problemática reciente que padecen los humedales de la región, y que 

ha merecido la atención de la CVC, está representada en la asignación de tierras que ha 

venido haciendo el Incoder a los desplazados, cuando estos terrenos incluyen humeda-

les, que precisamente por su naturaleza son considerados bienes de uso público, por lo 

que son inalienables e imprescriptibles, por mandato del artículo 63 de la Constitución 

Política y demás disposiciones concordantes tal como lo reitera el Consejo de Estado-

Sala de Consulta y Servicio Civil (Radicación 642/94).

Ciertamente el Incoder ha estado asignando lotes de tierra a los desplazados por 

la violencia, dentro de los cuales se hallan humedales, cual es el caso del humedal El 

Cocal, por lo que la CVC ha venido fortaleciendo su relación con esta entidad y ha es-

tado colaborando con la facilitación de toda la información sobre la ubicación de estos 

ecosistemas para que sean excluidos las zonas de estos humedales (Palta, M. Entrevista 

agosto/2009).
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Ingenios azucareros: desarrollo económico vs. protección al medio ambiente
Los actores del sector privado en el Valle del Cauca vinculados a la problemática de 

los humedales de la región están representados fundamentalmente por los ingenios, 

ya que el monocultivo de caña de azúcar se extiende en todo el departamento, espe-

cialmente a lo largo del valle geográfico del río Cauca, donde también se encuentran 

ubicados la mayoría de los humedales de la región. Los ingenios han estado dedicados 

tradicionalmente a la producción de azúcar y en los últimos tiempos, con el respaldo 

y el impulso del Gobierno Nacional, se han enfocado también en la producción de 

alcohol carburante7.

En la región comprendida entre Cauca, Valle y Risaralda, existen aproximadamente 

cuarenta humedales en predios de ingenios azucareros, de los cuales 22 están en ingenios 

del Valle del Cauca (Loaiza-Rodríguez, entrevista enero de 2010), cuyo perímetro está 

rodeado total o parcialmente por caña de azúcar. Así mismo, la mayoría de los humedales 

del departamento se encuentran a lo largo del complejo geográfico del río Cauca, donde 

también se encuentran los ingenios de la región.

En términos de cooperación entre los actores del sector privado y el sector estatal, 

la CVC y Asocaña firmaron en el año 2003 un Convenio para la determinación y enri-

quecimiento de las Franjas Forestales Protectoras o Rondas Hidráulicas, con miras a 

establecer a futuro los Bosques Protectores y Bosques Productores Protectores de los 

7 Según el Documento Conpes 3510, estudios han determinado que la producción mundial de 
etanol se obtiene principalmente de maíz y de caña de azúcar, en una proporción de 47,3% y 
44,6%, respectivamente. En términos de los rendimientos de conversión a etanol, la caña de azúcar 
presenta la mayor producción por unidad de área, en relación con otras biomasas empleadas para 
su producción. Así mismo, se ha logrado establecer que el valle geográfico del río Cauca ofrece 
condiciones excepcionales para este cultivo (condiciones del suelo y climatológicas permitiendo 
tener cosecha a lo largo de todo el año; adicionalmente, la cercanía a un puerto y la disponibilidad 
de mano de obra no calificada para corte y alce y la cosecha todo el año), siendo posiblemente 
la región más productiva del mundo.
En aras de explotar ese potencial, el Gobierno Nacional ha venido implementado un conjunto de 
instrumentos de política orientados a la promoción de los biocombustibles a través del Plan Nacional 
de Desarrollo (PND), del establecimiento de un marco normativo y del desarrollo de incentivos 
tributarios y financieros. Así, el marco legal para el uso de biocombustibles está definido por la Ley 
693 de 2001 y la Ley 939 de 2004. Las exenciones tributarias con el propósito de fomentar la 
producción y el consumo de biocombustibles, están consagradas en las leyes 788 de 2002 y 939 
de 2004. Adicionalmente, el Decreto 383 de 2007, modificado parcialmente por el Decreto 4051 de 
2007, establece estímulos para la implementación de zonas francas para proyectos agroindustriales 
en materia de biocombustibles. Como complemento de lo anterior, la Ley 1111 de 2006 establece 
una deducción del impuesto de renta del 40% de las inversiones en activos fijos reales productivos 
en proyectos agroindustriales, incluyendo leasing financiero. Véase: http://www.minminas.gov.co/
minminas/downloads/UserFiles/File/hidrocarburos/Biocombustible/Conpes203510.pdf
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Humedales, según consta en el Informe de la Dirección de Gestión ambiental de la CVC 

sobre Manejo Integral de Humedales 2000-2009 (Muñoz, entrevista marzo de 2009). 

Al respecto, el Asistente de Gestión Social y ambiental de Asocaña, David Loaiza, señala 

que con el Convenio se logró la recuperación de algunos humedales ubicados en predios 

de ingenios, con recursos compartidos aportados tanto por Asocaña como por la CVC.

No obstante, ha sido un solo Convenio entre la CVC y Asocaña, hace siete años, lo 

cual no ha garantizado la protección efectiva de los humedales que están en los ingenios, 

incluidos los reservorios de caña, en especial porque no cuentan con Planes de Manejo 

formulados y en ejecución. Esta situación evidencia que no solo está faltando la CVC a 

sus funciones como autoridad ambiental, sino que también está fallando la aplicación 

del régimen internacional y de la normatividad nacional expedida, toda vez que sin la 

formulación y ejecución de los planes de manejo no es posible garantizar el uso racional, 

un principio consagrado en la Convención Ramsar y en otros instrumentos del Régimen, 

como los manuales y declaraciones de la COP, así como en las normas nacionales expe-

didas por el MAVDT. Prácticamente, estos humedales están en el abandono y expuestos 

a la buena voluntad de los ingenios azucareros de la región.

Finalmente, valga decir que las prácticas repetitivas de la agricultura tradicional –en 

especial la quema de los cultivos de caña–, la utilización de maquinarias pesadas, y el 

uso de agroquímicos, que contaminan el agua y eliminan directamente muchas espe-

cies de flora y fauna, así como los casos extremos de drenaje de lagunas y su posterior 

relleno para la siembra de más caña, han sido algunas de las actividades realizadas por 

los ingenios de la región (Saavedra-Mora, 2006, pp. 1-5).

Sociedad civil y la protección de humedales del Valle del Cauca
El interés de las comunidades que viven en zonas aledañas a los humedales y que en 

algunos casos se procuran a sí mismos y a sus familias los medios de subsistencia 

gracias a los recursos que los humedales les proveen, las ha llevado en algunos casos 

a constituirse en ONG, Fundaciones y Consejos Comunitarios para trabajar no solo a 

nivel ambiental por los ecosistemas de humedales de sus zonas, sino también para en-

frentar las problemáticas laborales, económicas y sociales que se presentan. En el Valle 

del Cauca, entre las muchas ONG ambientalistas que existen, vale la pena rescatar la 

gestión de Fundalimento y Censat Agua Viva. 

Fundalimento es una fundación del corregimiento El Bolo (Palmira, Valle), que inició 

como un grupo comunitario a mediados del año 2000 constituido por 15 familias del 

sector con la misión de salvar el humedal de Timbique (Saavedra-Mora, 2006, p.2), las 

cuales han logrado que la comunidad reconozca su entorno y la importancia del humedal 

Timbique. Por ello, desde la Fundación se organizan campañas de siembra de árboles 
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(algunas con recursos de la CVC), y limpieza del espejo lagunar del humedal8. Así mismo, 

se instruye y educa a los niños de la comunidad mediante jornadas de sensibilización y 

concientización en la escuela del sector (Saavedra, entrevista enero de 2010).

En el marco de un sistema de gobernanza que involucra también la participación de 

la comunidad científica, la Universidad Nacional, Sede Palmira, y la Universidad del Valle 

han venido trabajando mancomunadamente con Fundalimento en el Humedal Timbique. 

En efecto, mientras la Universidad del Valle realiza monitoreos de aves migratorias en 

el humedal, la UNAL practica anualmente muestreos de agua, que han arrojado como 

resultado que la calidad del agua cada vez empeora y la contaminación creciente en las 

lagunas madres que forman el humedal lo afectan considerablemente9. 

De otra parte, la ONG Censat-Aguaviva ha venido realizando un trabajo social 

con la comunidad afrodescendiente del humedal El Hormiguero, apoyándolos en su 

constitución como Consejo Comunitario, ya que su principal problema consiste en que 

el Hormiguero está literalmente cercado por cultivos de caña, lo que ha generado una 

grave crisis ambiental, social y económica. Efectivamente, la comunidad sobrevivía 

anteriormente de los recursos proporcionados por el humedal y su actividad económica 

estaba basada en la pesca y el turismo que generaba el ecosistema. Pero con la irrupción 

de los ingenios azucareros, el humedal –que carece de franja protectora– ha venido 

siendo disecado sistemáticamente y la comunidad se encuentra ahora desempleada y 

enfrentando problemas de salud como consecuencia de las quemas de caña de azúcar 

(Cuellar, entrevista enero de 2010).

Como muestra de la interacción de la sociedad civil en diferentes niveles, Censat-

Aguaviva, que hace parte de la Federación Internacional de Amigos de la Tierra, Glo-

bal Forest (movimientos de bosques forestales), Red Coma contra los monocultivos 

forestales, entre otros (Censat, 2009), coordinó la visita al Valle del Cauca de la Misión 

8 Pese a las intensas labores de la fundación y de la comunidad por rescatar al humedal, la inge-
niera Rosa Saavedra considera que lamentablemente no se ha avanzado en estos diez años en 
la protección de Timbique, debido principalmente a la negligencia, pasividad y permisividad de la 
autoridad ambiental con relación a los propietarios de los predios por donde pasa Timbique –que 
se extiende a lo largo de 6 km–, en cuanto que la CVC ha permitido dragar el nacimiento del 
humedal a los ingenios, la siembra de caña en lo que debería ser franjas forestales protectoras 
–tanto en el humedal como a lo largo del Río Bolo– e incluso depositar escombros en una laguna 
artificial que hace parte de Timbique. 
9 Puede citarse en este punto algunos trabajos de grado realizados por estudiantes de la UNAL: 
“Evaluación de la Calidad Hídrica del Humedal Timbique corregimiento El Bolo-Palmira” elaborada 
en el año 2006 por Diana Marcela Valencia y Mayerli Melisa Martínez; y, “Seguimiento y Análisis 
de la Calidad Hídrica del humedal Timbique en el conjunto El Bolo-Municipio de Palmira”, realizada 
en el 2008 por Luz Stella Cadavid. Actualmente se desarrolla un trabajo de investigación sobre 
Bioremediación en Timbique.
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Internacional de Verificación de los conflictos ambientales y sociales de los agrocom-

bustibles: palma y caña de azúcar en cinco zonas del país10. 

Los delegados de la Misión al finalizar su visita concluyeron que la caña de azúcar y 

la palma aceitera son los principales cultivos dirigidos a agrocombustibles en Colombia 

y los que más alteran el libre desarrollo y el buen vivir de las comunidades campesinas, 

indígenas y afrodescendientes; la soberanía alimentaria se ve profundamente afecta-

da por la expansión de cultivos para agrocombustibles; se evidencia el apoyo de las 

instituciones del Estado en procesos de este tipo sin consulta previa, violando normas 

nacionales e internacionales (Convenio 169 OIT); deterioro y destrucción –tala– de 

bosques de galería, bosques de reservas forestales, fuentes de agua, fauna y flora; 

la biodiversidad es menoscabada por la extensión de los cultivos; problemas de salud 

debido a los fungicidas para las plantaciones y los residuos de los cultivos, que también 

han generado contaminación del agua y del ambiente, entre otras situaciones que 

fueron denunciadas públicamente (Censat, 2010)11. 

Finalmente, otras ONG de la región han venido trabajando en la formulación y 

ejecución de los Planes de Manejo ambiental de los humedales, puesto que han sido 

contratadas por la CVC. Algunas de ellas son: Fundación Natura, Fundación Cetec, Fun-

dación Entorno, Fundación Fipal, Asoyotoco, Fundación Mundo Ambiental, Fundación 

Funecorrobles, Fundalimento, Corfopal, entre otras.

Implementación de la Convención Ramsar en el Valle del Cauca
El desarrollo de la Convención Ramsar permite estructurar un sistema de gobernanza 

ambiental a nivel regional en el Valle del Cauca, enfocado a la protección de los eco-

sistemas de humedales en la región, identificando actores estatales (CVC), no estatales 

(las ONG y movimientos sociales) y del sector privado (ingenios azucareros), bajo la 

normatividad expedida a nivel nacional (Ley 357/97, PNH 2001, Res. 157/04 y 196/06 

MAVDT) y regional (Acuerdo 038 CVC), emanada del régimen internacional ambiental.

10 El departamento del Valle del Cauca, y el humedal Timbique, fueron visitados en julio de 2009 
por una comisión de representantes de organizaciones de la sociedad civil y cuerpos legislativos 
de Austria, Alemania, Bélgica, Brasil, Francia, España, Estados Unidos, Italia, Inglaterra, Indonesia, 
México, Paraguay y Uruguay, con el fin de evaluar los conflictos territoriales, sociales y ambientales 
que se han intensificado a partir de la expansión de los monocultivos destinados a la producción 
de agrocombustibles (Censat, 2010). 
11 Según la ingeniera agrónoma Sandra Viviana Cuellar, coordinadora de la Misión Internacional 
en el Valle del Cauca, la Misión sirve para mostrar la otra cara del “progreso de la región” y que 
los delegados visitantes difundan en la comunidad internacional las problemáticas ambientales 
y sociales existentes a nivel nacional, y específicamente en las regiones visitadas, a raíz de la 
producción de agrocombustibles. En esa medida, el informe presentado por la Misión contiene 
recomendaciones para Colombia, y además constituye una herramienta de presión al gobierno 
nacional y a las autoridades ambientales (Cuéllar, entrevista enero de 2010).
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A la luz del régimen internacional ambiental, la normatividad nacional está acorde 

con los preceptos y principios desarrollados a partir de la Convención Ramsar. Cierta-

mente, el uso racional, la conservación de humedales y los procesos de sensibilización 

y concienciación son retomados ampliamente en la legislación nacional. Sin embargo, 

la crítica se centra en la deficiencia en la aplicabilidad de la norma, situación imputable 

esencialmente a las autoridades ambientales competentes, y en especial al MAVDT. En 

efecto, nueve años después de la expedición de la PNH, las estrategias trazadas no han 

sido ejecutadas a cabalidad, por lo que el Gobierno Nacional debió incluir en su PND 

2006-2010 la necesidad de revisarla y actualizarla, cosa que tampoco se ha hecho, lo 

que evidencia el desinterés del Gobierno Nacional en los ecosistemas de humedales, y 

ratifica que en Colombia la protección al medio ambiente es más bien un mero discurso 

que se refleja muy poco en la práctica.

Por otro lado, pareciera que la pasividad de los actores estatales es también mul-

tinivel. La CVC ha incumplido con la formulación de los planes de manejo de los hu-

medales de la región, ya que solo tienen 27 de ellos; en ese mismo sentido, los planes 

ya expedidos en su mayoría no están de conformidad con los términos establecidos en 

la retrasada Guía Técnica expedida por el Ministerio en 2006, y peor aún, la mayoría 

de los formulados no se están implementando, por falta de recursos económicos y hu-

manos. Esta situación es lamentable para los ecosistemas de humedales de la región, 

ya que su protección ha sido parcial; si bien desde el punto de vista formal existe la 

norma de conformidad con las disposiciones y los fines de Ramsar, en la práctica no es 

tan efectiva su aplicación, lo que sí es contrario a la Convención y genera por ende su 

incumplimiento por parte de Colombia. 

De otra parte, el discurso de protección ambiental ha venido siendo utilizado a 

nivel mundial para impulsar la producción de biocombustibles, de lo cual no ha estado 

aislada Colombia, puesto que los biocombustibles tienden a desplazar del mercado a 

los combustibles fósiles y, las tierras fértiles del Valle del Cauca sembradas con el mo-

nocultivo de caña de azúcar, cuentan con las características esenciales para potenciar 

estas prácticas. En consecuencia, el Gobierno Nacional ha impulsado y promovido la 

producción de “biocombustibles”, generando un amplio marco normativo en favor de 

estos procesos, que va desde exenciones de impuestos hasta subsidios.

En ese sentido, a nivel del Valle del Cauca, los ingenios están representando una 

gran amenaza para los ecosistemas de humedales, puesto que se han convertido en 

actores prácticamente “intocables”, y aquellos humedales en sus territorios están por fuera 

de la planificación de la CVC como autoridad ambiental, por lo cual carecen de Planes de 

Manejo y por ende su uso racional no ha sido definido. Esto genera un incumplimiento 

del régimen internacional por parte de Colombia, ya que el principio de uso racional es la 

base de la conservación de los humedales. Los ingenios fácilmente podrían disecarlos 
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y sembrarlos con más caña, además de continuar infringiendo la norma en cuanto al 

establecimiento de las franjas protectoras, que se entienden hacen parte del humedal 

y, por tanto, son un bien de uso público, que no debería estar sembrado en caña ni en 

ningún otro cultivo, puesto que los bienes de uso público pertenecen a la Nación y no 

deben ser explotados económicamente por particulares bajo ninguna circunstancia. 

Sin embargo, pese a tener conocimiento de toda esta situación, la autoridad ambiental 

guarda silencio al respecto y permite la destrucción impune del medio ambiente. No 

impone multas, no aplica sanciones y no genera ni siquiera estrategias permanentes 

con los ingenios para garantizar la protección de los humedales. 

En efecto, el problema de la desprotección de los humedales y los monocultivos de 

caña han fomentado la aparición de movimientos sociales y diversas ONG que hacen 

resistencia y optan por denunciar ante la comunidad internacional la crisis ambiental 

en Colombia. Ellas han venido trabajando también con las comunidades científicas –e 

incluso ellas mismas se vuelven científicas– y en red con otras ONG y ONGI, tal como 

ocurrió con CENSAT-Aguaviva y la Misión Internacional que visitó el país en julio de 

2009. En consecuencia, poner en conocimiento de la comunidad internacional la otra 

cara del desarrollo económico y de la seguridad democrática del país sirve para ejercer 

presión desde afuera, fortalecer las organizaciones nacionales y de base, y avanzar en 

la construcción de una sociedad civil global participativa e influyente.

Sobre el papel, la normatividad existente es garantista y proteccionista de estos ecosis-

temas, pero la realidad muestra otra cosa: no todos los humedales tienen plan de manejo 

formulado; no hay ningún humedal deslindado; el Incoder asigna a los desplazados los 

humedales de la región, aún cuando son bienes de uso público; solo un plan actualizado 

de conformidad con la Resolución del Ministerio; pocos de los planes de manejo de los 

humedales están siendo implementados; los ingenios cultivan en las franjas forestales 

protectoras; los humedales en predios de ingenios son desconocidos por la autoridad 

ambiental; las políticas públicas –como el fomento de la producción de biocombustibles– 

favorecen e impulsan proyectos económicos con serios impactos al medio ambiente y a 

la seguridad alimentaria; las autoridades ambientales son incompetentes. 

Las situaciones descritas anteriormente ilustran el incumplimiento sistemático de la 

Convención Ramsar por parte de Colombia, al menos en lo que respecta al Departamento 

del Valle del Cauca, y dan cuenta de las falencias en el desarrollo de la Convención a 

nivel local para la efectiva protección de los ecosistemas de humedales.

Conclusiones
La degradación ambiental tiene dimensiones globales. Principalmente, por la inten-

sificación de la relación local-global, y la degradación y afectación de bienes públicos 

globales, como la capa de ozono, la atmósfera y el sistema climático mundial. En esa 
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medida, los retos actuales dirigidos a la protección y conservación del medio ambiente 

exigen potenciar la gestión de los diferentes actores globales y el fortalecimiento del ré-

gimen internacional ambiental en el marco de un sistema de gobernanza global eficiente.

Como principal problema del sistema de gobernanza global ambiental, se identificó 

la inefectividad de las OI, asociadas a la ONU para promover una lucha eficaz contra la 

degradación ambiental. En consecuencia, otros espacios han venido suplantando a la ONU, 

como las Convenciones creadas a partir de Tratados y Convenios ambientales. En esa 

medida, la Convención Ramsar a través de su sistema de operatividad ha posibilitado el 

fortalecimiento del régimen internacional, estableciendo toda una normatividad tendien-

te a garantizar la protección de los ecosistemas de humedales, bajo la observancia del 

principio del uso racional. No obstante, al parecer no existe una relación permanente y 

fluida entre la Convención y los Estados miembros, salvo en las reuniones de las COP, o 

por lo menos en lo que a Colombia respecta, toda vez que los organismos de la Conven-

ción no han servido de apoyo al Estado Colombiano en la implementación de Ramsar.

En el nivel nacional se puede estructurar un sistema de gobernanza ambiental en-

focado a la protección de humedales, aunque aún en un estado incipiente, pues si bien 

existe la normatividad y los actores (estatales, no estatales, medios de comunicación, 

empresa privada), no es clara la interacción entre ellos, o al menos no es permanente 

sino coyuntural (por ejemplo, cuando la comunidad científica IAvH interactuó con el 

actor estatal por excelencia, el MAVDT, en la formulación de la PNH; o como cuando 

se promovió la designación de la Laguna de la Cocha, iniciativa de organizaciones de 

base, apoyada por una ONG y luego respaldada por el Ministerio). Por ello, más bien 

no se pueda hablar de un sistema, porque como tal no se ha estructurado aún, sino de 

un conjunto de elementos idóneos que potencialmente puedan conformar un sistema 

estable de gobernanza multinivel.

En ese sentido, el papel de las autoridades ambientales competentes para la pro-

tección de los humedales ha sido bastante deficiente, especialmente el MAVDT quien 

como Autoridad Administrativa Ramsar designada ante la Convención, y como máxima 

autoridad ambiental a nivel nacional ha sido negligente en el cumplimiento de metas 

y estrategias para aplicar la Convención. Prueba de ello, es que la actual PNH debe ser 

reformada y ajustada, puesto que nueve años después se ha avanzado muy poco en 

las estrategias previstas. Hacia afuera, al MAVDT le ha faltado capacidad de gestión y 

cooperación internacional no solo ante la misma Convención, sino ante organizaciones 

internacionales que pudieran facilitar la aplicación de la Convención. A nivel interno, 

le ha faltado priorizar la conservación de los humedales del país: no cuenta con un in-

ventario general de los humedales, no ha establecido una estrategia de sensibilización 

y concienciación en la protección de estos ecosistemas, no ha respetado el derecho de 

consulta previa a las comunidades indígenas y afro, no ha creado un sistema de infor-
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mación sobre los humedales –ni siquiera un link en su web–, al parecer no supervisa la 

gestión de las demás autoridades ambientales, etcétera.

En razón a lo anterior, en Colombia no se está garantizando una adecuada protección 

a los humedales del país, tal como debería ser según lo consagrado en la Convención 

Ramsar, atendiendo a la importancia de las funciones ecológicas, sociales, económi-

cas y culturales que prestan estos ecosistemas, con lo cual se está incumpliendo las 

obligaciones de la Convención y del régimen internacional ambiental en general. Por 

el contrario, la protección al medio ambiente y a los humedales en especial, no resulta 

ser una prioridad para el Gobierno Nacional. Las políticas de desarrollo económico del 

país continúan prevaleciendo sobre la protección al medio ambiente, lo que se puede 

verificar con la normatividad expedida para fomentar la producción de biocombustibles 

en Colombia, aún a costa del medio ambiente y de la seguridad alimentaria.

En lo concerniente a los humedales de la región del Valle del Cauca, de nuevo, se 

encuentra que el actor estatal, la CVC, ha tenido una gestión bastante deficiente, prin-

cipalmente porque no presta una protección efectiva a los ecosistemas de la región. Su 

permisividad y pasividad frente a los poderosos ingenios azucareros ha posibilitado que 

estos hagan un libre uso de los humedales sin la observancia del principio de uso racional, 

situación que se evidencia en el desconocimiento de las franjas forestales protectoras 

de los cuerpos hídricos. Así mismo, la declaración de algunos humedales como reservas 

naturales por parte de la CVC no garantiza su conservación. Prueba de ello es que ni 

siquiera la totalidad de esos humedales cuentan con plan de manejo formulado y solo 

algunos pocos de los que lo tienen, están siendo implementados. En su gran mayoría 

los planes de manejo de los humedales de la región no corresponden a la Resolución 

196/06 del MAVDT.

Dada la incompetencia de la autoridad ambiental, la sociedad civil ha optado por or-

ganizarse y luchar por la conservación de los humedales, fundamentalmente trabajando 

con las comunidades y haciendo trabajo de base. En vez de hacer uso de los ineficaces 

mecanismos institucionales, prefieren hacer visibles las problemáticas ambientales de 

la región en el exterior, para ejercer presión a las instituciones del Estado colombiano. 

En esa medida, las redes internacionales les ha posibilitado involucrar a la comunidad 

internacional con las problemáticas del Valle, tal como ocurrió con la misión interna-

cional y la delegación de franceses traídos por la ONG Censat-Aguaviva. 

Finalmente, el panorama para los ecosistemas del Valle del Cauca es lamentable. 

El incumplimiento de las condiciones mínimas para su protección establecida desde 

el régimen internacional, aunado a una deficiente y criticable gestión de las autori-

dades ambientales del país, representa la posible extinción de estos ecosistemas, que 

cumplen importantes funciones ecológicas, sociales y económicas. En consecuencia, 

la degradación ambiental y la destrucción de los humedales de la región, amenaza no 
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solo con la afectación del bien público global del sistema hidrológico, sino también con 

la biodiversidad, porque acabar con el hábitat es condenar a su vez a las especies, y de 

paso, incrementar el problema del calentamiento global, ya que los humedales absorben 

CO2 y en general los GEI que contribuirían a la disminución del calentamiento global. 

Lo que finalmente se traduce en el incumplimiento de otros instrumentos y normas del 

régimen internacional ambiental por parte de Colombia.
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